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Presentación

Entre los múltiples desafíos a la construcción de la paz en Colombia, la reforma 

del sector seguridad (RSS) ha sido de los aspectos más sensibles y controversiales, 

y menos discutidos. Además del cambio de los roles de las fuerzas armadas y su 

acomodo a las nuevas dinámicas planteadas por el posconflicto –para las cuales 

muchos saberes y tácticas asociados a la guerra son inaplicables–, la necesidad 

de reorientar el gasto público hacia el desarrollo, de someter las actividades de 

las fuerzas de seguridad al debate y control civil, y de reducir el personal militar 

apuntan a la urgencia de un diálogo sistemático y franco entre distintos sectores 

de la sociedad sobre el futuro del sector seguridad en el país.

Hasta ahora, el Ministerio de Defensa Nacional ha sido reacio a hablar de RSS, refi-

riéndose en su lugar a la transformación multimisional –concebida y administrada 

desde dentro–, que abarca asuntos tan diversos como la seguridad ciudadana, el 

combate al crimen organizado, el desminado, la cooperación internacional bilate-

ral y la participación en operaciones multilaterales de paz, la atención a desastres 

naturales, la mitigación de los efectos del cambio climático y la protección del 

medio ambiente y los recursos naturales. Además de que la mayoría de estos 

asuntos no son susceptibles de absorber sino parte del exceso de recurso humano 

que se prevé en el futuro mediano, la ampliación de roles plantea el riesgo de la 

militarización de problemas que deben quedar por fuera del radar de la seguridad. 
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Por su parte, casos como el de Sudáfrica y el de Co-

lombia misma, en donde exmiembros de la fuerza 

pública engrosan las filas de las compañías privadas 

de seguridad y actúan como mercenarios alrededor 

del mundo, resaltan tan solo una de las consecuen-

cias negativas de no tratar de manera oportuna este 

asunto.

Para llenar el vacío descrito y comenzar a posicio-

nar los retos planteados por la reforma del sector 

seguridad dentro del debate público en Colombia, 

la Facultad de Ciencia Política, Gobierno y Relacio-

nes Internacionales de la Universidad del Rosario y 

la Friedrich-Ebert-Stiftung en Colombia (Fescol), con 

el apoyo de Open Society Latin America Program 

(LAP), realizaron un ciclo de cuatro conversatorios 

cerrados y un seminario internacional público duran-

te el segundo semestre de 2018. El eje central de 

los conversatorios y del seminario fue el concepto 

de la gobernanza del sector seguridad que se ha de-

sarrollado en distintos contextos de transición polí-

tica, con miras a resaltar, entre otros, cambios en la 

cultura estratégica del sector seguridad y defensa, la 

necesidad de la reforma institucional, la rendición de 

cuentas democrática y la participación de la sociedad 

civil en el tema. 

Los objetivos fueron: 1) reunir a distintos sectores de 

la sociedad colombiana a discutir sobre el futuro del 

sector de seguridad y defensa en el posconflicto, en 

un ambiente confidencial y neutral; 2) robustecer los 

puentes de diálogo con las fuerzas militares en lo 

referente a las necesidades actuales del país en ma-

teria de seguridad, así como en el desarrollo de posi-

bles estrategias de reforma y gobernanza del sector; 

y 3) impulsar el debate público sobre la reforma y la 

gobernanza del sector seguridad en Colombia.

Los asuntos que se trataron en el ciclo de conversa-

torios incluyeron: 1) la gobernanza del sector segu-

ridad en el posconflicto en Colombia; 2) multimisio-

nes y funciones del sector seguridad y defensa; 3) 

diálogos cívico-militares y control democrático; y 4) 

internacionalización del sector seguridad y defensa: 

derechos humanos, derecho internacional humani-

tario, género y cooperación internacional. 

En los conversatorios participó un grupo de expertos 

de la academia, los think-tank, las ONG, el gobierno 

nacional, regional y local, medios de comunicación, 

el sector militar y de policía, y en lo posible, guerri-

lleros desmovilizados. Para ello, al inicio de cada se-

sión se hizo una presentación corta que planteaba el 

problema a discutir, así como una serie de preguntas 

sobre las cuales se desarrollaron las conversaciones. 

El seminario internacional, cuyo título fue, “¿Qué 

sector de seguridad necesita Colombia? Experiencias 

internacionales y desafíos nacionales”, se realizó en 

el mes de diciembre y reunió a un grupo de expertos 

en reforma al sector seguridad y relaciones cívico-

militares, quienes reflexionaron sobre las lecciones 

aportadas por otros casos de transición política en el 

mundo, así como sobre los desafíos particulares que 

plantea el caso de Colombia.

Tanto en el ciclo de conversatorios, como en el se-

minario internacional, se contó con la participación 

del Centro de Estudios Estratégicos en Seguridad y 

Defensa Nacionales (Ceeseden) de la Escuela Supe-

rior de Guerra. 

A continuación se presentan las relatorías de los cua-

tro conversatorios, así como la del seminario inter-

nacional.
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Primer Conversatorio

La gobernanza del sector seguridad en el posconflicto en Colombia

Este primer Conversatorio, que tuvo lugar el 15 de 

agosto de 2018 en Bogotá en la sede de Fescol, co-

menzó con una presentación a cargo de Kristina Bir-

ke Daniels, directora de la organización en Colom-

bia, quien agradeció la participación de los presentes 

y dio paso a la discusión.

Arlene Tickner y Catalina Niño, quienes coordina-

ron el ciclo de conversatorios, socializaron con los 

presentes el origen del proyecto, sus principales ob-

jetivos, las preguntas-guía, además de exponer las 

reglas de juego, siguiendo los parámetros de las 

Chatham House Rules1.

Se comentó que el ciclo de conversatorios y el semi-

nario obedecen a la necesidad de generar mayor de-

bate público con respecto a la seguridad en Colom-

bia. En un país caracterizado por un conflicto de más 

de medio siglo, los asuntos de seguridad y defensa 

han quedado relegados en las manos de unos pocos 

expertos que se encargan de su manejo, conceptua-

lización y ejecución. Una posible explicación puede 

ser, precisamente, el hecho de estar en un contex-

to de guerra permanente, lo cual ha llevado a que 

solo las Fuerzas Armadas y policiales, y otros pocos 

expertos, se encarguen del manejo de la seguridad, 

marginando del debate a la sociedad civil. 

Sin embargo, más allá de sugerir que el monopolio 

del asunto es culpa de los sectores militares y poli-

ciales, se planteó que en Colombia ha habido cierto 

1	 El objetivo de la Chatham House Rules es generar anonima-
to en los participantes de modo tal que puedan expresarse 
abiertamente y compartir información. En ese sentido no se 
atribuye ninguna identidad (personal o institucional) a nin-
guna idea particular con el propósito de generar comodidad 
y tranquilidad en los expositores. 

desinterés por parte de la sociedad y de sectores po-

líticos (por ejemplo, la izquierda) por abordar, de ma-

nera seria, los ámbitos de la seguridad y la defensa. 

Se comentó que esta situación en un contexto de 

paz, o mejor de transición de la guerra a la paz, no 

deja de ser sorpresiva. En otros casos de transición, 

de guerra a la paz o de sistemas autoritarios a regí-

menes democráticos, como se evidenció en Centro-

américa y en el Cono Sur, se generó un activo debate 

en torno a la seguridad, su reforma y gobernanza. 

Lo propio aún está por darse en Colombia, donde se 

cuenta con unas Fuerzas Militares y policiales supre-

mamente profesionalizadas para el combate contra 

los actores armados, pero donde el Estado está a 

ciernes de trazar la hoja de ruta de cómo, hacia dón-

de y con qué objetivos se deben transformar dichas 

instituciones. 

Con base en esos planteamientos iniciales, se en-

marcó teórica y empíricamente la discusión sobre se-

guridad, reforma y gobernanza. Se argumentó que 

toda la reflexión en torno a la seguridad comenzó a 

gestarse con la finalización de la guerra fría, que dio 

lugar a la transformación y la ampliación del concep-

to, así como a cambios significativos en el desarro-

llo práctico de las políticas de seguridad y defensa. 

En especial, se sugirió, la visión convencional de la 

seguridad, cimentada en el Estado como unidad de 

análisis y de los asuntos estratégico-militares como 

fuente principal de amenaza, se reorientó hacia el 

individuo y las comunidades. Ejemplo de dichos 

cambios son los conceptos de seguridad humana y 

seguridad ciudadana, que ampliaron el espectro de 

los desafíos existentes al bienestar de las personas, 

precisaron una transformación fundamental de las 

funciones de la fuerza pública y enfatizaron la pro-
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visión de la seguridad con base en imperativos tales 

como la legitimidad, la transparencia y la democra-

tización. 

La idea de reformar el sector seguridad se despren-

de de las transformaciones del concepto mismo. Es 

una idea que se desarrolló en organizaciones como 

la ONU (Organización de las Naciones Unidas) y la 

Ocde (Organización para la Cooperación y el Desa-

rrollo Económicos), con miras a acompañar las tran-

siciones de la guerra a la paz en países del Sur global. 

Fuertemente ligado al asunto de reforma, se argu-

mentó, está el asunto de la gobernanza, ya que no 

solo se trata de profesionalizar las fuerzas y hacerlas 

más eficientes para el combate –situación que por lo 

demás no corresponde al caso colombiano–, sino so-

bre todo de crear esquemas de buen gobierno de la 

seguridad; efectividad y eficiencia en el suministro de 

seguridad y justicia; transformación de las funciones 

de las Fuerzas Armadas; construcción de relaciones 

cívico-militares; mejoramiento de capacidades de ci-

viles de influir en debates de seguridad y defensa, 

todo dentro de un marco democrático.

Al término de la presentación se comentó que in-

dependientemente de las políticas del gobierno 

entrante, es imperativo posicionar el debate de la 

reforma y gobernanza del sector seguridad, con el 

propósito de lograr una verdadera construcción de 

paz en Colombia. 

La sesión prosiguió con las diferentes reacciones por 

parte de los participantes frente a lo planteado al ini-

cio. A partir de las intervenciones pueden rescatarse 

cinco ejes de discusión que se refieren a: 1) falta de 

apropiación por parte del Estado de los asuntos de 

reforma y gobernanza; 2) cambios llevados a cabo 

por los militares; 3) roles de instituciones militares y 

policiales; 4) territorialidad y variable local; y 5) discu-

siones previas en torno a la seguridad y gobernanza. 

Uno de los temas más recurrentes en el Conversa-

torio coincidió con el argumento de que un proceso 

exitoso de reforma y gobernanza del sector seguri-

dad debe empezar por una apropiación por parte del 

Estado colombiano de esta necesidad de reforma. 

Se enfatizó que la autoridad civil debe acompañar, 

apoyar y concretar las iniciativas que ya se vienen 

gestando desde las Fuerzas Armadas. 

En ese sentido, los asistentes comentaron la impor-

tancia de reconocer los esfuerzos que se vienen ade-

lantando desde la misma institución militar a la hora 

de pensar el Ejército del futuro (como por ejemplo, 

los esfuerzos del Cotef, Comando de Transforma-

ción Ejército del Futuro). Pero sin un decidido apoyo 

y apropiación por parte de la dirigencia civil, todos 

los esfuerzos quedarán en lo puramente conceptual. 

Los participantes estuvieron de acuerdo en que este 

abandono de lo civil hacia lo militar se debe a un 

acomodamiento histórico por parte de los primeros 

en dejar en manos de los segundos todo lo relativo a 

la seguridad y la defensa. 

Lo anterior, sugirieron los participantes, ha implica-

do que el Estado colombiano carezca de una brújula 

clara sobre cómo manejar dichos asuntos; ejemplo 

de ello es la no existencia de una ley de seguridad 

y defensa ni una estrategia nacional de seguridad. 

El Estado, por lo tanto, está en mora de consolidar 

una política pública de seguridad, actualizada y con-

textualizada a las realidades del país. Un proceso de 

reforma y gobernanza de la seguridad se puede dar 

solo si hay apropiación nacional y liderazgo civil.

El segundo eje tuvo que ver con el hecho de que, 

debido a la presencia diferencial de Estado en dis-

tintas zonas del territorio colombiano y a la falta de 

apropiación de los asuntos de seguridad y defensa, 

las Fuerzas Armadas han terminado por “sustituirlo” 

en muchas de sus funciones. Esto ha generado pre-

siones y distorsiones en cuanto al papel que deben 

desempeñar. A su vez, ha conducido a los sectores 

militares y policiales a crear sus propias directrices de 

cambio, sin el apoyo efectivo de la autoridad guber-

namental. 

Así, algunos participantes pusieron en evidencia las 

distintas estrategias que han adelantado los milita-

res en zonas de escasa presencia estatal, como por 
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ejemplo la construcción de carreteras y viviendas, 

la solución de problemas de predelincuencia, entre 

otros, bajo la lógica de crear una “acción integral” 

que no se limite al combate contra los actores arma-

dos organizados. Sin embargo, para otros asistentes 

esto puede ser problemático porque los militares ter-

minan cumpliendo funciones que no les correspon-

den, y fomentan, en ese sentido, el desentendimien-

to por parte de los sectores civiles. 

A partir de lo sugerido por los asistentes, se eviden-

ció una contradicción con relación al papel futuro 

de las Fuerzas Militares. Por una parte, el estamento 

militar está llevando a cabo un proceso propio, en 

solitario, de repensarse con miras en el posconflicto, 

como lo ejemplifica precisamente la adopción de la 

doctrina Damasco, que abarca la apuesta multimi-

sional e integral de las fuerzas, es decir, la necesidad 

de consolidar una institución apta para enfrentar los 

múltiples retos, militares y no militares del país. Por 

otro lado, está la sobrecarga a la que inevitablemen-

te se verá sometido el estamento militar, el cual cum-

ple y cumplirá funciones que le atañen a la autoridad 

civil, y tareas que son más de carácter policivo que 

militar. A esto se le suma un problema no menos 

importante, pero tratado solo de pasada, de si esta 

“integralidad” logra llegar de manera efectiva al te-

rritorio, a lo local. 

En relación con lo anterior, el tercer eje que se identi-

ficó fue la importancia de la participación de la Poli-

cía en los siguientes foros de discusión. Los presentes 

destacaron la relevancia de involucrar a este actor en 

los debates sobre reforma y gobernanza del sector 

seguridad, precisamente porque en el desarrollo del 

conflicto armado ha habido una confusión de roles 

y funciones entre militares y policías que debe solu-

cionarse. Esta confusión ha generado tensiones que 

transitan desde lo nacional a lo local, impactan en el 

presupuesto y afectan la administración efectiva de 

la seguridad. Con esto, sugirieron los presentes, se 

quiere decir que más allá de discutir si se debe pri-

vilegiar una doctrina de seguridad nacional (militar) 

o una de seguridad ciudadana (policial), la cuestión 

está en cómo ambas lógicas deben ser entendidas 

como parte de la reforma del sector seguridad, pues 

son lógicas que impactan de manera diferenciada 

en distintas partes del territorio nacional. De mane-

ra complementaria, se dijo que la discusión no está 

completa si no se incluye en el debate la seguridad 

privada –que hasta el momento ha pasado inadver-

tido en la discusión pública–, pues es un asunto que 

ha ido en aumento en Colombia. 

El cuarto eje del Conversatorio estuvo relacionado 

con la “territorialidad” o la “variable local”. Los pre-

sentes fueron enfáticos en evidenciar lo problemá-

tico de mantener las discusiones sobre la seguridad 

en lo nacional y en las principales ciudades del país, 

teniendo en cuenta que las dinámicas del conflicto y 

el posacuerdo tienen sus impactos reales en lo local, 

en las zonas más remotas de la geografía nacional, 

en lo micro. Así, los asistentes argumentaron que es 

en los territorios donde se deben generar canales 

fluidos de comunicación entre lo político, lo militar, 

lo policial y las comunidades. De este modo, se plan-

teó que uno de los ejes que podrían discutirse en 

otros conversatorios consiste en cómo lograr esta 

comunicación en y entre los niveles territoriales más 

afectados. 

Los presentes sugirieron que desconocer esta reali-

dad puede generar más problemas porque todos los 

esfuerzos van a quedar de nuevo en el papel, al no 

coordinar de manera efectiva y eficiente las políticas 

nacionales con las realidades locales. Igualmente, los 

esfuerzos democratizadores también se verían afec-

tados si no se aborda, de manera seria, el nexo entre 

lo local y lo nacional. Si las discusiones permanecen 

al nivel del Ministerio de Defensa, del presidente, 

del Congreso, de los partidos políticos, en foros aca-

démicos de las ciudades más ricas de Colombia, no 

será posible encontrar la forma real de lograr control 

civil, gobernabilidad, rendición de cuentas, etcétera. 

La gente y las comunidades son las que tienen que 

estar en el centro de las discusiones, sugirieron los 

participantes. 

Un último eje temático identificado fue si los asun-

tos relacionados con la reforma y gobernanza a la 
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seguridad han sido abordados previamente o no. 

Para algunos participantes, estas discusiones ya se 

presentaron años atrás en distintos foros, tanto civi-

les como militares. Sin embargo, para otros asisten-

tes estas discusiones se han generado en espacios 

exclusivos (de expertos, hombres) que no han sido 

propiamente socializados ni con la sociedad civil ni 

con el resto de la academia que trabaja estos asun-

tos. Esto, por supuesto, plantea un enorme proble-

ma pues si no se sabe “quién está trabajando qué”, 

pues mucho menos podrá darse un debate público 

informado que ayude a pensar seriamente la refor-

ma y la gobernanza de la seguridad. El asunto llega 

a ser incluso más preocupante cuando se mira des-

de la óptica de los medios de comunicación, con los 

que no se comparte información y, por lo tanto, no 

pueden llevar a la sociedad discusiones informadas y 

respaldadas por fuentes oficiales. 

Por consiguiente, todos coincidieron en la necesidad 

de socializar de manera más efectiva los esfuerzos 

que ya se han hecho y lo que se está haciendo en 

Colombia, fortaleciendo así el diálogo y la confianza 

entre académicos y los expertos del sector seguri-

dad. Lo anterior con la necesidad de quitar el velo de 

misterio que ha recubierto estos asuntos, y desideo-

logizarlo bajo el entendido de que la seguridad es 

un bien público que debe ser entendido y discutido 

desde lo nacional hasta lo local, pues impacta la vida 

diaria de las personas. 

Al finalizar la sesión, las coordinadoras hicieron un 

breve resumen enunciando los principales puntos de 

discusión del Conversatorio, algunos de los cuales 

ya fueron tratados más arriba. Estos pueden resu-

mirse en: 1) la falta de presencia del Estado y cómo 

las Fuerzas Armadas han tenido que asumir tareas 

que no les corresponden; 2) la necesidad de llevar 

los debates de seguridad y gobernanza a los niveles 

locales, tanto urbanos como rurales; 3) la importan-

cia de la participación de la Policía en los debates, 

pues es necesaria la redefinición de roles y funciones 

vis à vis los militares (policía militarizada y militares 

policializados); 4) la discusión sobre las diferentes 

concepciones de seguridad que hay en los diferentes 

sectores sociales; 5) el hecho de que los conversato-

rios de seguridad y gobernanza que se han llevado a 

cabo los encabezan pocos académicos y expertos; 6) 

la necesidad de llevar los debates a audiencias más 

amplias; 7) la dificultad de ser mujer y generar diálo-

go y liderazgo en un asunto que ha sido tradicional-

mente del dominio de los hombres. 

En términos generales, el primer Conversatorio tuvo 

el propósito de replantearse preguntas básicas tales 

como: ¿seguridad para quién? ¿Qué entendemos 

por seguridad? ¿Quién define que un asunto es de 

seguridad? ¿Cómo se logra la seguridad? ¿Cómo se 

construye la brújula de la seguridad? Así, para co-

menzar a abordar estos asuntos son necesarios ejer-

cicios y espacios de diálogo, de interacción construc-

tiva entre diversos actores, no en espacios cerrados 

sino abiertos; con dimensión nacional y comunitaria; 

con diálogo de arriba abajo y de abajo arriba; inclu-

yendo las perspectivas de género y raza (con nece-

sidades de protección diferenciadas). La gobernabi-

lidad sugiere que para responder a estas preguntas 

el proceso debe ser más deliberativo, definiendo de 

forma inclusiva las respuestas a estos interrogantes, 

lo que sin duda redunda en mayor legitimidad para 

la brújula de seguridad y las políticas que se adop-

ten. Si es deliberativo, si es posible el control social, si 

hay rendición de cuentas, si se ven beneficios en tér-

minos de seguridad y protección, se verá beneficiada 

la manera como las personas y las comunidades se 

relacionan con la autoridad (civil, militar y policial). 

Para cerrar el Conversatorio se comentó que la si-

guiente sesión tendría una estructura diferente, de 

acuerdo con la cual a algunos asistentes se les pe-

diría, de manera anticipada, que preparasen una 

presentación corta, se formularían unas preguntas 

relacionadas y se procedería a hacer grupos para 

trabajar en función de dichos interrogantes. Poste-

riormente, cada grupo compartiría sus impresiones. 
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Segundo Conversatorio

Multimisiones y funciones del sector seguridad y defensa

En el segundo Conversatorio, que tuvo lugar en Bo-

gotá el 13 de septiembre de 2018, el contenido giró 

en torno a las multimisiones de las Fuerzas Militares 

y los roles que desempeñan los militares y la Policía 

en relación con la seguridad y la defensa. 

La sesión inició con una presentación general e intro-

ductoria sobre las multimisiones a cargo de Patricia 

Bulla. Al respecto se comentó que por multimisión 

debe entenderse la utilización por parte del ejecutivo 

de sus ejércitos en tareas de seguridad interior. De 

igual modo se brindaron algunos datos de interés 

como el hecho de que si bien el debate de la multi-

misionalidad se gesta en las democracias europeas, 

es en los países de América Latina y Centroamérica 

donde la práctica se ha desarrollado con más alcance 

y peso. Prueba de lo anterior es que de los veinti-

séis Estados de la OEA (Organización de los Estados 

Americanos) que tienen Fuerzas Militares, el 100% 

están utilizando sus fuerzas armadas en tareas de 

seguridad interior. 

Igualmente, se comunicó a los asistentes que el de-

bate en torno a la multimisión no es una discusión 

reciente en el país, sino que por el contrario se viene 

dando desde la década de los cincuenta, con relación 

al fenómeno de la violencia; en los sesenta frente al 

conflicto interno; en los ochenta con el surgimiento 

del narcotráfico, las guerrillas y el paramilitarismo, 

y en los noventa cuando comienzan a desarrollarse 

nuevas capacidades, no necesariamente armadas, 

para emplear al Ejército en tareas de seguridad inter-

na. La complejidad de las problemáticas de violencia, 

narcotráfico, crimen organizado, las deficiencias de 

la justicia, las limitaciones de la Policía y del sistema 

penitenciario condujeron a que las Fuerzas Militares 

tuvieran que consolidar capacidades orientadas ha-

cia el control del orden público y la estabilidad, por 

lo que se afirmó que el Ejército de Colombia ha sido, 

desde hace tiempo, un Ejército multimisión. De he-

cho, el Ejército colombiano desarrolla prácticamente 

todos los roles y responsabilidades de los sectores de 

seguridad y defensa, como son la defensa nacional, 

la seguridad pública, prevención del riesgo, protec-

ción del medio ambiente, seguridad ciudadana y 

cooperación internacional. 

Lo anterior se ha traducido en que se cree una zona 

híbrida, donde Fuerzas Militares y Policía trabajan de 

manera redundante o en competencia, para atender 

ciertas problemáticas como por ejemplo las acciones 

contra el crimen organizado, el secuestro, antinarcó-

ticos, estabilización, entre otras. Lo que se observa 

es que se han desarrollado nuevas habilidades en 

materia de acción unificada, lo que les ha permitido 

ser exitosos.

En el marco de trasformación del Ejército, se argu-

mentó, se están agrupando las responsabilidades en 

dos grupos. Las primeras tienen que ver con poseer 

las capacidades necesarias para atender lo que se ha 

denominado como las “amenazas que persisten”, es 

decir aquellas relacionadas con las tres luchas: insur-

gente, antinarcóticos y contra la minería ilegal. En 

los tres frentes las Fuerzas Militares han desarrollado 

habilidades y unidades especializadas como los bata-

llones de Alta Montaña (2013), las brigadas contra el 

Narcotráfico (2000) y la brigada contra la Minería Ile-

gal (2015). Por otro lado, se encuentran las “nuevas 

responsabilidades”, que se relacionan menos con la 

guerra irregular y más con asuntos de estabilización 

y apoyo a la autoridad civil. Dentro de sus ejes de 

acción se destacan los asuntos de infraestructura 

(construcción de vías de comunicación, escuelas, 
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centros de salud, plantas de tratamiento, zonas de 

recreación, etcétera), de desarrollo social y comuni-

tario (atención humanitaria, reconstrucción social, 

prevención y promoción de la salud, etcétera) y las 

misiones humanitarias y de protección ambiental 

(desminado, protección de recursos, gestión del ries-

go, evacuación, etcétera), además de haber definido 

claras líneas de protección a poblaciones vulnerables 

(indígenas, afro, mujeres, LGBTI, entre otros). 

De manera muy particular se destacó la creación 

del Comando de Apoyo de Operaciones Urbanas 

(Caour) y del Batallón de Fuerzas Especiales Urbanas 

(Bafur), que se articularon con los demás componen-

tes de las Fuerzas Militares y de Policía. Estas unida-

des tienen el propósito de acercar el Ejército a la po-

blación, con la intención de ser unas fuerzas amigas 

de la comunidad, que contribuyan a la construcción 

de paz. Los comandos urbanos responden también a 

la necesidad de organizar una serie de grupos urba-

nos que estaban sueltos y dependientes de distintas 

direcciones dentro del Ejército. 

Sin embargo, se argumentó que todo el asunto de lo 

multimisional plantea riesgos y ventajas, por lo que 

ha sido objeto de debate entre quienes apoyan y no 

apoyan estas iniciativas. Los primeros han desarrolla-

do críticas que pueden agruparse en ocho puntos. 

Primero, sugieren que la multimisión implica, nece-

sariamente, la difusión de la frontera que separa la 

seguridad exterior de la seguridad interior, y al final 

termina por confundir las líneas de actuación entre 

Policía y Fuerzas Armadas. 

Segundo, genera una confusión en las misiones de 

cada fuerza (militar y policial), ya que sus roles “na-

turales” terminan por sobreponerse y confundirse. 

Según esta perspectiva, lo deseable es que la Policía 

se enfoque en asuntos de seguridad ciudadana y las 

Fuerzas Armadas en los de soberanía y seguridad 

nacional. 

Un tercer problema que puede generar la multimi-

sión es que contribuye negativamente a la ineficacia 

de las fuerzas. Si los militares se enfocan en segu-

ridad interior van a perder, de manera paulatina, 

capacidades en materia de guerra regular; la Poli-

cía, por su parte, corre el riesgo de militarizarse por 

asumir roles donde debe emplear máximo uso de la 

fuerza. Esto, por lo tanto, genera ineficacia para la 

garantía y salvaguarda de la seguridad exterior, de la 

seguridad interior y para afrontar los retos híbridos, 

es decir para la seguridad pública.

En cuarto lugar, puede haber un riesgo enorme de 

desprofesionalización de ambas fuerzas, pues la 

multimisión puede oscurecer y confundir la doctrina, 

la estructura y la naturaleza de cada estamento. 

Quinto, al haber confusión de roles se genera una 

policialización de las Fuerzas Armadas y una militari-

zación de la Policía. 

En sexto lugar, dado que el Ejercito multimisión 

debe cumplir muchas más responsabilidades, se re-

quiere de una mayor inyección de recursos, desarro-

llo tecnológico y capital humano, que actualmente 

no posee. 

Séptimo, se sugiere que en lugar de sobrecargar a 

las Fuerzas Militares con responsabilidades y funcio-

nes que escapan a su naturaleza, se debe fortalecer 

la Policía y otras instituciones. 

Finalmente, hay posturas que sugieren que ni Policía 

ni Ejército están preparados para hacer frente a los 

problemas de seguridad pública, por lo que se re-

quiere la creación de una tercera fuerza, al estilo de 

una guardia nacional, que se especialice en los retos 

híbridos. 

Por otra parte, quienes piensan que la multimisiona-

lidad es ventajosa, parten del supuesto de que en el 

mundo contemporáneo los límites entre seguridad 

interior y exterior son muy difusos, por factores tales 

como la globalización y la consecuente erosión de 

la soberanía del Estado-nación. En este contexto, lo 

multimisional es una aproximación deseable dado 

que permite abordar de manera efectiva y eficiente 

los diversos retos de seguridad; además del hecho de 
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que las Fuerzas Militares siempre han apoyado, de 

un modo u otro, la seguridad interior de los países. 

Otro punto que rescatan es que la multimisión se ha 

convertido en una tendencia mundial, que ocurre en 

países democráticos, pero se desarrolla de manera 

diferenciada dependiendo del contexto. 

En tercera instancia, consideran que esta práctica 

pone las capacidades del Estado y de las Fuerzas Mi-

litares donde realmente están los problemas. Si ya 

la amenaza de la guerra exterior es baja o inexisten-

te, hay que usar las capacidades que se tienen en 

la atención de los problemas reales, lo que justifica 

el uso de las Fuerzas Militares en labores de segu-

ridad interna. Igualmente, la generación de labores 

multimisionales tiende a favorecer la acción unifi-

cada entre las fuerzas del Estado. En quinto lugar, 

se argumentó que dado que la Policía no tiene las 

capacidades suficientes para enfrentar las amenazas 

híbridas ni las amenazas urbanas contemporáneas, 

se requiere del apoyo del sector militar. 

Otros estudios sugieren que, dada la alta legitimidad 

que tienen las Fuerzas Militares ante la población ci-

vil, es necesario aprovechar este recurso para fortale-

cer la cercanía entre la comunidad y la autoridad. Fi-

nalmente, se sugirió que el Ejército como institución, 

y en particular el colombiano, es una entidad flexible 

con rápida capacidad de aprendizaje y adaptación, y 

en ese sentido es capaz de desarrollar rápidamente 

nuevas competencias, especializarse y profesionali-

zarse para enfrentar los retos de seguridad, más allá 

de sus responsabilidades tradicionales. 

Un argumento central, presente tanto en los plan-

teamientos críticos y no críticos de la multimisión, 

consiste en que el éxito de este tipo de prácticas 

reside en la existencia de una fuerte y contunden-

te dirección civil. Es decir, las Fuerzas Armadas no 

deben ser consideradas como las responsables de la 

provisión de seguridad –en sentido amplio–, sino de 

manera subsidiaria o complementaria a la autoridad 

civil, teniendo en cuenta que estas prácticas de la 

multimisión tienden a darse en contextos complejos, 

surcados por problemas de crimen organizado, nar-

cotráfico y falta de presencia estatal. 

Finalizada la introducción de lo multimisional, se pro-

cedió a revisar las preguntas que orientaron la discu-

sión grupal y el panel final.

Preguntas

1.	 Frente a las amenazas no convencionales a la se-

guridad, ¿tiene sentido la división de los roles de 

las Fuerzas Militares y la Policía con miras a no 

desnaturalizar a las primeras y evitar la militariza-

ción de la segunda?

2.	 ¿Es deseable para la democracia que las Fuerzas 

Militares tengan responsabilidades crecientes en 

materia de seguridad interna? En otras palabras, 

¿tiene sentido la antigua división entre seguridad 

y defensa en el contexto actual colombiano?

3.	 Si las capacidades de las Fuerzas Militares se 

orientan a la seguridad ciudadana mediante las 

tareas multimisión, ¿dónde queda la seguridad y 

la defensa del Estado?

Discusión pregunta 1

El grupo que discutió el asunto de la división entre 

amenazas convencionales y no convencionales y so-

bre la separación de roles entre las fuerzas generó 

cinco puntos de análisis: 

1.	 La distinción entre temas tradicionales y no tra-

dicionales de seguridad es un debate que com-

plejiza en gran medida la separación de roles 

entre las fuerzas, sustancialmente porque no es 

claro de qué se está hablando cuando se refiere 

a uno u otro tipo de amenazas. Tradicionalmen-

te, se concibe que los asuntos convencionales de 

seguridad son aquellos relativos a las agresiones 

interestatales, mientras que todos aquellos facto-

res que provienen de actores no estatales, como 

grupos terroristas, organizaciones delictivas tras-

nacionales o individuos, clasificarían como no 

convencionales. Sin embargo, en el contexto co-

lombiano dicha diferenciación puede problema-
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tizarse ya que lo tradicional ha terminado siendo 

las amenazas a la sobrevivencia del Estado pro-

veniente de actores armados internos y no otros 

Estados. En ese orden de ideas, para generar una 

demarcación de roles es preciso comenzar acla-

rando qué es convencional y qué no lo es. 

2.	 Para todos los participantes del grupo fue claro 

que sí debe existir una separación de roles en-

tre las Fuerzas Militares y la Policía. Sin embar-

go, dicha diferenciación debe enmarcarse en un 

contexto de amenazas complejas, que no nece-

sariamente se adecuan a las categorías de análisis 

tradicionales de seguridad y defensa. El problema 

entonces no es si conceptualmente tiene sentido 

la separación de roles, sino que las amenazas no 

tradicionales están generando retos que no se 

pueden manejar de forma “clásica”. 

3.	 Si bien es necesaria la separación de roles, es 

necesario que exista, de manera simultánea, 

complementariedad entre las fuerzas. Tomando 

como ejemplo la lógica de lo multimisional de 

las Fuerzas Militares, es fundamental que existan 

operaciones conjuntas, coordinadas, interagen-

ciales e interinstitucionales (entre Fuerzas Militares 

y Policía), porque de otro modo puede generarse 

un fracaso desde el punto de vista estratégico y 

operativo. Cuando se habla de acción unificada 

a nivel de las Fuerzas Armadas se sugiere que 

haya interoperabilidad, lo que quiere decir que 

las fuerzas deben adaptarse y acoplarse para el 

funcionamiento de la acción. Esto se sugiere, 

puede tratar de reproducirse entre la Policía y los 

militares. 

4.	 Para que exista una clara separación de roles y a 

la vez la posibilidad de unir dos ethos sustancial-

mente diferentes, es crucial la creación de una 

ley de seguridad y defensa, y por ende de una 

fuerte y estricta dirigencia civil. Esta ley debe de-

cir qué deben hacer las fuerzas, cuáles son sus 

jurisdicciones y cuál es el marco legal que ofrece 

estabilidad jurídica y protección al accionar de las 

fuerzas del Estado. 

5.	 Es fundamental involucrar de manera más con-

cisa a la élite civil en los asuntos de seguridad 

y defensa, pues la ruptura generada a partir de 

la llamada doctrina Lleras ha terminado por di-

ferenciar dos aspectos del Estado colombiano 

(seguridad/militares-policías y desarrollo/élites 

civiles) que deben, por el contrario, correr de ma-

nera paralela y complementaria. 

Discusión pregunta 2

Por su parte, el segundo grupo, que discutió la de-

seabilidad de tener Fuerzas Militares involucradas en 

asuntos de seguridad interna, llegó a las siguientes 

conclusiones: 

1.	 Es necesario, antes de comenzar cualquier deba-

te, tener claridad sobre qué tipo de definición de 

seguridad se está adoptando. Es decir, qué en-

tendemos por seguridad, seguridad para quién y 

cómo se va a brindar esa seguridad. En esa me-

dida, esto remite al asunto de la política pública, 

pues dependiendo del enfoque que se adopte se 

van a visibilizar ciertos tipos de amenazas y no 

otros, y al mismo tiempo se podrá decidir qué 

fuerza debe entrar a actuar. 

2.	 Se requiere una política pública que sea diferen-

ciada regionalmente, pues las realidades de se-

guridad son muy diversas a lo largo y ancho del 

territorio nacional. En ese sentido, es imperativo 

ser flexibles en los grados de complementariedad 

de las fuerzas dependiendo del territorio. Ejercer 

control social, político y de seguridad es lo reque-

rido, pero esto muchas veces puede plantear el 

problema de generar zonas grises en términos 

de quién debe hacerlo, por lo que es importante 

sopesar cuál es el valor agregado de cada fuerza 

y por qué puede contribuir más que otras en ese 

territorio en particular. 

3.	 Si bien es fundamental la elaboración de una 

política pública de seguridad y defensa que sea 

participativa y actualizada, también es cierto que 

su elaboración es dispendiosa, pues los tiempos 
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político-burocráticos son muy extendidos. Esto es 

problemático en la medida en que los retos de 

seguridad que enfrentan las fuerzas diariamente 

las llevan a tener que reaccionar con planes que 

pueden ser rápidamente operativizados. Esto, a 

la larga, termina por desplazar a la política públi-

ca y enfatizar en los planes operativos que per-

miten respuestas más inmediatas a las amenazas 

cambiantes de seguridad. 

4.	 La ausencia de Estado en zonas donde los retos 

de seguridad son más agudos, agrava la situa-

ción. Esto genera un abandono institucional, ya 

que las fuerzas de seguridad terminan por ser las 

responsables de las estrategias de estabilización, 

cumpliendo así funciones de Estado. El problema 

central es que si bien las fuerzas pueden ser hi-

perprofesionales, nunca van a tener las capacida-

des de sustituir al Estado.

5.	 Existen zonas del país donde ni siquiera llega de 

manera permanente la fuerza pública, que son 

cooptadas por actores ilegales. Incluso después 

de la desmovilización de las Farc, cuando se es-

peraba que el Estado y sus instituciones llegaran 

a ocupar las zonas antes controladas por la gue-

rrilla, muchos territorios permanecieron por fue-

ra del radar y quedaron bajo el control de otros 

actores armados. A esto se le suma el hecho de 

que usualmente estas comunidades son vistas 

por parte de la fuerza pública como criminales, 

por estar en territorios de cultivo y procesamien-

to de hoja de coca. Por lo tanto, es imperativa la 

humanización de los territorios a los ojos de las 

fuerzas de seguridad, lo que por supuesto debe 

ir precedido de una presencia social del Estado y 

no exclusivamente militar.

6.	 Es fundamental tener claridad entre la utilización 

del concepto de Fuerzas Militares y Ejército, por-

que esto tiende a generar confusiones cuando 

se introduce al actor Policía. Cuando se habla de 

funciones puede haber confusión entre aquello 

que hace el Ejército y lo que hace la Policía, pues 

ambas son fuerzas terrestres, mientras que lo 

mismo no ocurre con respecto a la Armada o la 

Fuerza Aérea, pues tienen misiones radicalmente 

diferentes frente a la Policía. 

7.	 Es necesario ver cómo los militares pueden en-

trar a complementar las misiones de la Policía en 

escenarios complejos, teniendo en cuenta que 

esta tiene por mandato garantizar la convivencia 

y seguridad ciudadana, asegurando las libertades 

públicas y la paz. 

8.	 El fenómeno de la acción interinstitucional entre 

Policía y Fuerzas Militares es un tema internacio-

nal, por lo que valdría la pena generar debates 

regionales y ver así las experiencias de los demás 

países y sus buenas prácticas. 

9.	 Existe un desconocimiento mutuo entre las for-

mas de operar de las autoridades civiles y las de 

las fuerzas del Estado. Los civiles no conocen 

de temas de seguridad y el sector seguridad no 

sabe cómo operan los canales civiles ni cuál es 

su óptica. Es importante, por lo tanto, hacer un 

encuentro entre los dos “mundos” para que sus 

percepciones puedan socializarse.

Discusión pregunta 3

Los integrantes del tercer grupo, que indagaron so-

bre la deseabilidad o no de involucrar cada vez más 

a las Fuerzas Militares en funciones de seguridad ciu-

dadana, concluyeron que: 

1.	 El hecho de que la multimisionalidad sea una 

práctica extendida a lo largo de la región, y que 

se esté desarrollando y practicando en Colombia, 

no quiere decir que sea lo deseable. Por una par-

te, la búsqueda de la multimisionalidad puede 

terminar por confundir aún más los roles y fun-

ciones de las fuerzas, ya de por sí de problemáti-

ca asignación. Por otro lado, en un escenario de 

posacuerdo no es deseable porque aún quedan 

tareas por cumplir relacionadas con el conflicto 

(disidencias, grupos armados organizados, culti-

vos ilícitos, minería ilegal) –que son responsabili-

dad de las Fuerzas Militares– y existen otras, más 
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ligadas a la seguridad ciudadana, donde el actor 

central debe ser la Policía. 

2.	 Pese a que es problemático determinar si es 

deseable o no la multimisionalidad, sí es deter-

minante clarificar los roles de las fuerzas. Histó-

ricamente, los militares han tenido funciones de 

Policía, y la Policía ha adquirido roles militares, 

todo a raíz del largo conflicto armado y a la nece-

sidad de adaptarse a las mutaciones de la guerra. 

Esto implica, entonces, que a la hora de redefinir 

los roles no se pasen por alto y se desechen las 

habilidades y capacidades aprendidas de parte y 

parte, pues son insumos valiosos a la hora de re-

pensar la restructuración del sector seguridad y 

defensa. Pero, a la vez, es importante no perder 

de vista el rol constitucional de la Policía (convi-

vencia y seguridad ciudadana), y en ese sentido 

saber hasta dónde puede y no puede llegar su 

función como institución. 

3.	 Tanto la multimisionalidad actual como la histó-

rica se debe a un también histórico desconoci-

miento y desinterés de parte de las élites civiles 

de saber cómo funcionan realmente los asuntos 

de seguridad. Si no existe un verdadero entrela-

zamiento entre sectores, si no se establece des-

de el alto gobierno una política de seguridad y 

defensa, no va a existir claridad frente a cómo 

debe darse la transformación de las fuerzas. Sin 

embargo, también es deseable que haya mayor 

conocimiento acerca de cómo es el funciona-

miento de los temas político-burocráticos por 

parte de los sectores que actualmente son res-

ponsables de la conducción de las estrategias de 

seguridad.

4.	 Es necesario revisar realmente el éxito de las po-

líticas multimisión en otros países de la región. 

Esta estrategia puede ser positiva allí donde se 

acotan las tareas a asuntos concretos y medibles, 

y no agendas amplias, abiertas y cambiantes. Lo 

anterior bajo el entendido de que lo multimi-

sional implica hacer más cosas bien, pero si se 

exacerban estas misiones pueden terminar por 

generar muchos gastos, dejar tareas incumplidas 

y, en últimas, desprofesionalizar a las fuerzas en 

su labor de la defensa nacional. 

5.	 La creación de una tercera fuerza es completa-

mente insolvente e innecesaria. No solo compli-

caría los ya difusos límites entre Policía y Fuerzas 

Militares (en términos de roles, funciones y accio-

nes), sino que impondría un peso extra en térmi-

nos presupuestales.

6.	 Es determinante llevar a cabo un debate de ca-

rácter nacional con respecto a los proyectos de 

país. Dependiendo de los resultados de estos de-

bates, con participación amplia, se podrán acla-

rar y redefinir los roles y funciones de las fuerzas. 

Estas últimas, en vez de ser vistas como un gasto, 

deben ser entendidas como un recurso valioso 

para el desarrollo como sociedad. 

Como cierre del Conversatorio se plantearon algunas 

inquietudes generales a partir de las intervenciones 

y las discusiones de los grupos. En términos amplios, 

el eje central del debate y el sentido de las preguntas 

del taller consistió en tratar de abordar la cuestión 

de la confusión de roles y funciones entre policías y 

militares, a partir de las llamadas multimisiones. Una 

primera conclusión consistió en que, a partir de las 

discusiones que se llevaron a cabo, dicha confusión 

de roles no es del todo problemática o, mejor, es tan 

difícil de abordar que las conversaciones versaron en 

otras direcciones. Una posible respuesta consiste en 

la dificultad de precisar qué es externo y qué es in-

terno, lo que a su vez impacta sobre la distinción en-

tre funciones de defensa y funciones de seguridad. 

También puede deberse a que las llamadas amena-

zas convencionales y las no convencionales tienen 

un traslapo tan íntimo que hace muy complicado e 

incluso inoperante diferenciar roles. 

Otra pregunta que quedó puesta sobre la mesa fue 

la deseabilidad o no de la multimisión. Para todos los 

presentes no fue evidente que el hecho de ser una 

práctica que se ha extendido en la región implique, 

necesariamente, que deba ser repetida en Colombia, 

teniendo en cuenta que termina por acrecentar la 

confusión de roles entre militares y policías, conduce 
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a desprofesionalización de las fuerzas, implica recur-

sos y tecnologías que aún no se tienen, entre otros 

factores. Para otros, sí puede considerarse como 

algo beneficioso ya que consiste en una forma de 

poder atacar amenazas que no respetan fronteras, 

que son cambiantes, tienen acceso a armas, medios 

e información, y sobrepasan las capacidades de la 

Policía. Sin embargo, la pregunta persiste, ¿es una 

tendencia regional que debe ser emulada?

Un tercer tema recurrente en las intervenciones, en 

torno al cual sí hubo consenso, fue el de la necesi-

dad de involucrar a la autoridad civil en la definición 

y promulgación de una ley de seguridad y defensa. 

Los asistentes estuvieron de acuerdo en que solo con 

una clara dirección civil es posible determinar quién 

debe hacer qué, no a partir de lo institucional, sino 

a partir de verificar la idoneidad de cada fuerza y su 

valor agregado. Hay que empezar, se sugirió incluso, 

por exigir el profesionalismo de las personas que son 

asignadas como ministros de Defensa. La creación 

de una ley de seguridad y defensa no debe descono-

cer, sin embargo, los avances y las capacidades que 

cada fuerza ha desarrollado. 

Por último, se discutió sobre la compleja necesidad 

de consolidar estrategias integrales que, sin embar-

go, respondan de manera diferenciada a las particu-

laridades locales. Para los presentes fue evidente que 

no es posible generar una única estrategia general 

nacional, válida para todo el territorio nacional, pues 

los retos de seguridad son muy dispares dependien-

do del lugar, lo cual implica la variación de la justa 

proporción entre militares y policías.
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Tercer Conversatorio

Diálogos cívico-militares y control democrático

El tercer Conversatorio, efectuado el 11 de octubre 

de 2018 en Bogotá, estuvo centrado en las relacio-

nes cívico-militares y el control democrático sobre el 

sector de seguridad y defensa. 

La sesión inició con una presentación a cargo de An-

drés Aponte, en la que se expuso el objeto de los 

denominados diálogos cívico-militares que, sustan-

cialmente, consiste en la normalización de las rela-

ciones que se configuraron entre civiles y militares 

durante el desarrollo de la guerra, con el propósito 

de generar acercamientos que permitan establecer, 

articular y mantener una comunicación adecuada y 

efectiva, favorable al proceso de consolidación de la 

democracia de un país. En ese sentido, se comentó, 

es un proceso casi exclusivo de democracias en tran-

sición o de sociedades inmersas en procesos de paz. 

A partir de la observación de diversas experiencias 

internacionales –El Salvador, Guatemala, Irlanda del 

Norte, España, Nicaragua, Chile, Afganistán, Sudán 

y Sri Lanka–, se sugirió, que es posible encontrar 

líneas transversales que pueden ser agrupadas en 

cuatro puntos: 1) el objetivo central es contribuir a 

la generación de confianza entre civiles y militares, 

y construir progresivamente nociones compartidas y 

uniformes en torno a la seguridad y la defensa en 

contextos de transición; 2) es necesario generar re-

formas estructurales a las Fuerzas Militares en cuan-

to a la doctrina y modo operacional, que rompan 

con la lógica del enemigo interno; 3) se requieren 

mecanismos para esclarecer la responsabilidad de 

los agentes del Estado en la comisión de violaciones 

a los derechos humanos y al derecho internacional 

humanitario; y 4) es determinante buscar estrategias 

conducentes a garantizar una sumisión efectiva del 

poder militar al civil. 

Si se logran estos mínimos, es posible generar con-

trol democrático sobre la fuerza pública, control 

que se ampara en la consolidación de una cadena 

de mando definida desde la autoridad civil hacia las 

Fuerzas Armadas, en el cumplimiento del empleo de 

la fuerza en manos civiles y en un activo liderazgo 

civil en la defensa del Estado, con el objetivo de que 

los principios anteriores no se limiten a la mera po-

sesión de una autoridad formal. Sin embargo, hay 

otras perspectivas que sugieren resultados contra-

intuitivos, como es el hecho de que no siempre el 

control civil restringe el uso de la fuerza, sino que 

en algunos casos lo refuerza y puede militarizar los 

discursos (“militarismo cívico”). 

Posteriormente, se refirió al horizonte de la política 

pública de seguridad y defensa en Colombia con 

miras en el posacuerdo. Con respecto a esto, se ar-

gumentó que lo local debe ser el punto más impor-

tante de atención de dicha política, ya que para el 

éxito de una paz en el país es indispensable hacer 

gobernable dicho posacuerdo en el territorio. Para 

ello, se requiere fortalecer las instituciones del Esta-

do y asegurar mecanismos de gobernabilidad local, 

bajo una estructura nacional coherente y sobre la 

base de erradicar la desconfianza mutua entre Esta-

do-comunidad. En algunas localidades la comunidad 

no se acerca a las instituciones estatales, utilizando 

los mecanismos de tramitación de conflictos, porque 

considera que el Estado ve a las poblaciones como 

un apéndice de la insurgencia o como una amenaza. 

Por otra parte, es necesario que la política pública de 

paz territorial tenga transiciones diferenciadas, sin 

caer en particularismos, pero sí teniendo en cuenta 

la heterogeneidad territorial y temporal del conflicto; 

los modos de inserción y de relacionamiento de los 
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actores armados con las comunidades, y la presencia 

diferenciada del Estado. 

En ese sentido, el horizonte de política pública para 

las fuerzas de seguridad implica tareas diferenciadas 

que tienen que ver con: 1) las amenazas directas al 

orden público, ligadas a actores armados y econo-

mías ilegales; 2) la sustitución de órdenes armados 

erosionados durante el posacuerdo; 3) la mayor o 

menor presencia del Estado en ciertos territorios; y 

4) los grados de violencia. 

A partir de esto, surgen tres tipologías de territorio 

que deben considerarse en función de la política 

pública. Por una parte, están los “territorios inte-

grados”, que son áreas donde el Estado ha logrado 

autonomizarse de la sociedad y funciona bajo institu-

ciones impersonales que aseguran un control social 

y territorial gracias a la consecución del monopolio 

del uso legítimo de la violencia. Un segundo tipo de 

territorios serían los “semiintegrados” o “en dispu-

ta”, en los que el Estado ejerce un dominio indirecto 

mediante poderes locales, previamente existentes, y 

donde el ejercicio de la violencia se encuentra disper-

so entre varios sectores, sociales y políticos, de forma 

que el uso de este recurso funciona más bien bajo la 

lógica del oligopolio. Finalmente, están los territorios 

“periféricos”, donde existe una precaria estatización 

de las relaciones sociales y diversas fuentes de autori-

dad (grupos armados) que emulan al Estado en algu-

nas de sus funciones: control social, proveen bienes 

públicos, cobran impuestos y monopolizan el uso de 

la coerción. 

A partir de lo anterior, se desprende una serie de 

implicaciones analíticas para los diálogos entre civiles 

y militares. Por una parte, se sugirió, es fundamental 

no perder de vista y recuperar el sentido político de la 

confrontación armada. Más allá de la disputa militar, 

el conflicto es una competencia alrededor de quién 

configura el orden político en un área determinada, 

un medio para determinar quién gobierna, con qué 

alcance y de qué forma, independientemente del 

actor. En segunda instancia, debe reconocerse el di-

namismo territorial y las trayectorias que se estable-

cen en los órdenes sociales de la guerra. Con esto se 

quiso sugerir que la historia importa en dos sentidos: 

por un lado, cuáles son las condiciones iniciales de 

inserción de emergencia de un actor armado y, por 

otro, cuáles son los procesos endógenos de cambio. 

Finalmente, se argumentó que debe reconocerse la 

existencia de gobernabilidades híbridas en distintos 

territorios, es decir, la presencia de jurisdicciones ins-

titucionales que se solapan entre el Estado, la comu-

nidad y los actores armados. 

Para finalizar la presentación se plantearon las leccio-

nes y los retos. Primero, se requieren transiciones di-

ferenciadas sin caer en particularismos. Se necesitan 

estrategias integrales que tengan en cuenta, sin em-

bargo, las particularidades de las regiones y la forma 

como el conflicto se ha manifestado allí. Segundo, 

existen retos variados para la fuerza pública en re-

lación con problemas diversos de orden público; no 

son los mismos retos que enfrentan en el Catatum-

bo, en Urabá o en Buenaventura. Tercero, hay que 

prestarle particular atención a los modos de inserción 

y relacionamiento de los actores armados con civiles. 

Las Farc tenían una relación que podría denominarse 

como orgánica en el sur del Tolima, mientras que en 

Tumaco entraron como un ejército de ocupación, lo 

que se vio reflejado en el uso sistemático de la violen-

cia contra líderes sociales. En cuarto lugar, surge la 

necesidad de especializar a la fuerza pública. La labor 

de la Policía no es igual a la de las Fuerzas Armadas y 

viceversa. En territorio se aprecia el solapamiento de 

estos roles que terminan por generar más conflictos. 

Quinto, no hay que desconocer las capacidades acu-

muladas por las comunidades durante el conflicto ar-

mado. Un tema debatido es que el conflicto no solo 

creó anomia o destrucción del tejido social, sino que 

también creó capacidades endógenas a las mismas 

comunidades que les han permitido tener capacidad 

de adaptación frente a los actores armados. Por úl-

timo, se requiere generar confianza mutua entre el 

Estado y las comunidades.

Finalizada la presentación se procedió a revisar las 

preguntas que orientaron la discusión grupal y el pa-

nel final. 
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Preguntas

1.	 ¿De qué modo inciden las particularidades terri-

toriales donde se está implementando el Acuerdo 

de paz en las políticas (diferenciadas) que debe 

adoptar la fuerza pública para construir mecanis-

mos de relacionamiento efectivos con los actores 

civiles?

2.	 ¿Cuáles estrategias y espacios consideran pro-

picios para adelantar diálogos cívico-militares y 

fomentar una mayor confianza mutua entre la 

sociedad civil y los actores de la seguridad y la 

defensa?

3.	 ¿Cuál es el papel que deben jugar distintos ac-

tores (Congreso, academia, ONG, gobiernos lo-

cales) en el control democrático y la veeduría del 

sector seguridad y defensa?

Discusión pregunta 1

El grupo 1, que discutió sobre las diferencias terri-

toriales y los retos de la fuerza pública frente a los 

actores civiles, estructuró su discusión en torno a seis 

ejes: 

1.	 Existe un problema central, del cual se desprende 

la complejidad del análisis, que tiene que ver con 

la histórica debilidad estatal que ha caracterizado 

a Colombia. Esta falta de fortaleza, sumada a la 

gran diversidad regional, se ha traducido en el 

impedimento de tener un ejercicio legítimo de 

la autoridad a lo largo y ancho del territorio. De 

esto se desprende que siempre que se piense en 

la intervención del Estado en el territorio –para 

el posacuerdo, para estructurar relaciones cívico-

militares, para determinar el rol de las fuerzas de 

seguridad– hay que considerar seriamente la am-

plísima diversidad de sus territorios y dinámicas 

sociales. 

2.	 Es necesario desempacar el concepto de “rela-

ciones cívico-militares” para saber de qué se está 

hablando exactamente. El término puede hacer 

referencia a las relaciones entre las autoridades 

civiles (Estado) y la fuerza pública; al relaciona-

miento entre fuerzas de seguridad y sociedad ci-

vil; entre las fuerzas mismas (teniendo en cuenta 

que la Policía es una institución civil) y entre lo 

nacional y lo local. En ese sentido, en este con-

texto, se profundizó en el relacionamiento entre 

la fuerza pública y la sociedad civil, y entre lo na-

cional (civil) y lo local –teniendo en cuenta que 

el caso colombiano reta a pensar los problemas 

desde el territorio y no desde lo nacional de ma-

nera exclusiva–. 

3.	 Con respecto a la relación entre fuerzas de segu-

ridad y sociedad civil, se planteó la necesidad de 

que las primeras tengan una visión menos está-

tica y dicotómica frente a la segunda, alejándose 

de la lógica amigo/enemigo, típica del conflicto. 

Para generar lazos de confianza entre las partes 

debe haber una humanización de las poblaciones 

por parte de militares y policías, quienes deben 

comprender las lógicas sociales bajo las cuales 

se han regido las comunidades durante periodos 

extensos y donde, la mayoría de las veces, no ha 

habido presencia estatal. A su vez, las comunida-

des deben entender que la fuerza pública no es 

solo un aparato represor, sino que busca sociali-

zar conductas que se adecuen a la normativa y la 

legalidad vigente; esto, de nuevo en un contexto 

donde el Estado no ha estado presente y ha legis-

lado desde el centro hacia la periferia sin contar 

con una verdadera batería institucional. Una for-

ma de reforzar la confianza de las comunidades 

hacia las fuerzas de seguridad es fortalecer todo 

lo relativo a la rendición de cuentas, de modo tal 

que se puedan responsabilizar las actuaciones, 

buenas o malas, de los militares y policías. La in-

capacidad de asumir y evitar responsabilidades 

socava el diálogo constructivo con la sociedad 

civil.

4.	 Se sugirió que es muy importante que las fuerzas 

de seguridad del Estado tengan una visión más 

amplia de lo que debe entenderse por sociedad 

civil, pues se ha evidenciado que tienen una visión 

en exceso institucionalista (asociaciones empre-

sariales, comerciales). En ese sentido, se propuso 
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que debe existir un acercamiento menos formal 

hacia la sociedad civil, pues este formalismo pue-

de verse afectado a medida que el territorio se 

vuelve más periférico y la sociedad civil es menos 

organizada. Hay que entender a las comunidades 

reales y no únicamente a la sociedad civil insti-

tucionalizada, lo que implica dejar de ver a las 

primeras como informantes o convivientes con el 

delito, pues este sesgo afecta el comportamiento 

operativo y el tipo de relacionamiento. 

5.	 Con referencia a la relación nacional-local, se 

planteó la necesidad de seguir pensando en lo te-

rritorial como el punto de llegada, pues todas las 

políticas, hasta el momento, han sido diseñadas 

a partir de lo nacional, lo cual genera muchas di-

ficultades a la hora de operacionalizarse. Esta es 

una discusión que no es nueva, pero cuya ejecu-

ción en prácticas ha sido muy complicada. En ese 

sentido, el relacionamiento civil-militar (policial) 

exige pensar en estrategias distintas a partir de 

las diferencias regionales del país. Sin embargo, 

se sugirió, si bien no puede haber una estrategia 

de “talla única”, esto no obvia la necesidad de 

pensar un cuadro común de relacionamiento, un 

marco de acción que debe aplicarse de manera 

diferenciada. 

6.	 Debe generarse un manejo democrático de la se-

guridad, lo cual implica, en línea con lo anterior, 

poseer una estrategia más general de relaciona-

miento. Pese a la necesidad de pensar diferencia-

damente, debe haber elementos comunes para 

el manejo democrático de la seguridad. Ejemplo 

de estos mínimos necesarios puede ser la con-

fianza, la rendición de cuentas, la fluidez de la 

información y la necesidad de pensar de forma 

más sofisticada cómo la fuerza pública entiende 

a la sociedad civil. 

Discusión pregunta 2

El grupo 2 abordó los espacios y mecanismos para 

generar y fortalecer relaciones cívico-militares, y res-

cató siete puntos de discusión. 

1.	 Se debe precisar qué se entiende por relaciones 

cívico-militares. Se sugirió que es más propicio re-

ferirse a estas como relaciones cívico-estatales, de 

modo tal que el concepto recoja a toda la batería 

institucional, incluyendo, por supuesto, a la ciu-

dadanía y sus necesidades. Sin embargo, lo que 

se ha visto históricamente en Colombia es que 

el grueso de las propuestas han surgido desde el 

lado de las instituciones de las Fuerzas Militares y 

de policía, sin una efectiva orientación o respaldo 

por parte de la élite política y sin contar tampoco 

con participación o diálogo con otros actores de 

la sociedad civil. 

2.	 Se destacó la necesidad de seguir pensando en 

estrategias de relacionamiento cívico-estatal que 

no pierdan de vista las particularidades regiona-

les. Tanto la política pública de seguridad y de-

fensa, como el accionar real de las fuerzas de 

seguridad, así como el tipo de relacionamiento 

entre sociedad civil, instituciones estatales y fuer-

zas, deben abocarse a reflejar y entender esas 

particularidades. Lo anterior, teniendo en cuenta 

la variedad en la manera como se desarrolló el 

conflicto, cómo se insertaron los actores arma-

dos, los órdenes sociales constituidos y los meca-

nismos desarrollados por las comunidades para 

adaptarse a estas situaciones. 

3.	 Se sugirieron algunos mecanismos y recomenda-

ciones que pueden servir para fortalecer, crear y 

mejorar el relacionamiento cívico-estatal, inician-

do con la necesidad de clarificar los roles y las 

funciones de las fuerzas (asunto que se trabajó 

extensamente en el Conversatorio II) para que no 

haya solapamiento. 

4.	 Se insistió en que lo más relevante para (re)cons-

truir relaciones entre las fuerzas, instituciones y 

sociedad civil es la generación de confianza. A 

raíz del conflicto, existe desconfianza y percep-

ciones erradas de lado y lado, lo que ha dificul-

tado poner a dialogar de manera efectiva a los 

sectores sociales con las fuerzas de seguridad. 

5.	 Se indicó que una forma de ganarse esa confian-

za de las comunidades por parte de los sectores 



19

diálogos cívico-militares y control democrático  | Tercer Conversatorio

de seguridad y defensa (y del Estado) es gene-

rando un conocimiento real de los territorios 

–historia, dinámicas, actores clave, necesidades 

en materia social y de seguridad–. Conociendo 

esto es posible llegar a los territorios con políticas 

y estrategias que realmente reflejen su sentir, sus 

proyectos de vida, pero también los requerimien-

tos en materia de seguridad y defensa. 

6.	 Se planteó la relevancia de socializar los debates 

de seguridad y defensa a nivel de la sociedad ci-

vil, pues se percibe un desconocimiento (o desin-

terés) frente a estos temas, sobre todo frente a 

aquellos no relacionados con el conflicto armado 

interno. Para ello, se requiere pensar en formas 

de reducir los niveles de tecnicismo y especifici-

dad de modo tal que puedan ser comprendidos 

por los actores sociales. 

7.	 Se insistió en que a la hora de entrar en los te-

rritorios para abordar los asuntos de seguridad 

y defensa (pero sobre todo de seguridad), no se 

deben despreciar los mecanismos que histórica-

mente han desarrollado las comunidades para 

solucionar y redimir problemas. Es decir, es im-

portante despojar al Estado y sus instituciones 

de su perspectiva y forma de actuar top-down 

y pensar que, tal vez, la solución a un problema 

puede encontrarse en las mismas comunidades; 

en los territorios los mecanismos están dados, 

hay que usarlos y articularlos. 

Posteriormente, se generó una ronda abierta de co-

mentarios, en la que además de reforzar los puntos 

expuestos más arriba se hicieron algunos comenta-

rios relacionados con la tercera pregunta (que no fue 

desarrollada en su totalidad). Al respecto se comen-

tó que existe falta de información, relacionamiento 

y capacitación con distintos tipos de actores civiles 

(Congreso, academia, organizaciones de la sociedad 

civil, gobiernos locales, líderes políticos), lo que di-

ficulta la veeduría y el control con relación a la se-

guridad y la defensa. Esta falta de conocimiento les 

impide a estos actores desempeñar un papel mayor 

en los temas de seguridad. Igualmente, se comentó 

que las fuerzas armadas y la Policía son los actores 

visibles frente a estos asuntos y se les considera los 

responsables de los éxitos y los fracasos, pero hay 

(muchos) otros actores relevantes que deben acom-

pañar para hacer veeduría y control democrático. Sin 

embargo, para ello es necesario acercar los asuntos 

de seguridad y defensa al territorio, a los actores cla-

ve, por medio de programas académicos o centros 

de pensamiento, bajo el entendido de que la segu-

ridad y defensa son asuntos sociales y no exclusiva-

mente militares. 
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Cuarto Conversatorio

Internacionalización del sector seguridad y defensa:                             
derechos humanos, derecho internacional humanitario,                       

género y cooperación internacional

El Cuarto Conversatorio, efectuado en Bogotá el 31 

de octubre de 2018, se centró en la internacionaliza-

ción del sector seguridad y defensa. 

La sesión inició con una presentación a cargo de 

Arlene Tickner. Al respecto de la temática comentó 

que para tener un panorama medianamente general 

de lo que se denomina internacionalización es ne-

cesario hablar tanto de cooperación en seguridad 

y defensa, pero también de derechos humanos, de 

derecho internacional humanitario y de género. La 

internacionalización, se comentó, debe entenderse 

de dos maneras: por una parte, como el impacto no 

planeado de distintos factores internacionales sobre 

la conducta y la normativa que caracteriza el sector 

seguridad y defensa; por otro, consiste en una estra-

tegia intencional y planeada por parte del sector se-

guridad y defensa para proyectar su quehacer hacia 

distintos espacios internacionales. 

La internacionalización entendida en la primera 

acepción puede analizarse a través de tres lentes. 

Primero, como los cambios en roles de seguridad 

y defensa (de lo cual ya se había hablado en otros 

conversatorios). Las discusiones que ya se han hecho 

en el marco de los conversatorios sobre los cambios 

de los roles entre policías y militares no son producto 

únicamente de cambios internos en Colombia, sino 

cambios mundiales y regionales que han redundado 

en la transformación de la concepción de roles en el 

ámbito doméstico colombiano (ejemplo de esto es la 

multimisionalidad; la difusión de roles entre policías 

y militares; la creciente privatización de la seguridad). 

El segundo lente está relacionado con los derechos 

humanos y el derecho internacional humanitario. Se 

comentó que la introducción de estas normativas en 

los debates de seguridad y defensa llegó a Colombia 

por desarrollos internacionales y condicionamientos, 

sobre todo ejercidos por países como Estados Unidos 

como requisito para otorgar ayuda militar. Por esto, 

es que es posible referirse a la introducción de esta 

normativa en el sector de seguridad y defensa como 

un efecto no planeado. Cuando Colombia ratificó las 

convenciones de Ginebra en 1960 no las implementó 

realmente hasta los años ochenta, y será la Constitu-

ción de 1991 el verdadero parteaguas en la interiori-

zación de estas normativas, mediante la acogida del 

imperativo internacional de humanizar la guerra. En 

1992 y 1994 se ratificaron los Protocolos I y II de las 

convenciones pero, sin embargo, si se miran los aná-

lisis de política exterior colombiana se aprecia que ha 

habido una oscilación entre un rechazo táctico de la 

existencia de problemas de derechos humanos en el 

país, hasta una acogida aparente pero vacilante de 

la normativa. Pese a estas críticas, podría decirse que 

a partir de cierto momento (para algunos estudios es 

desde 2006) ha habido una apropiación genuina del 

derecho internacional humanitario por parte de las 

fuerzas armadas, producto de todo lo relacionado 

con los “falsos positivos”, sumado a las presiones 

de Estados Unidos mediante el Plan Colombia. Este 

momento marca un periodo de mayor apropiación 

y actividad en esta materia, que condujo en 2008 a 

la consolidación de una política integral de derechos 

humanos y derecho internacional humanitario por 

parte del sector seguridad y defensa. 

Finalmente, está el tema de género. A diferencia del 

punto anterior, es un asunto que llega más tarde a 

Colombia, principalmente a raíz del proceso de paz 

que incorpora un lente de género muy novedoso, 

en comparación con otros procesos, y se da princi-

palmente por el acompañamiento de algunos países 
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europeos al proceso. Esto no es una consecuencia 

de la relación con Estados Unidos, sino por el acom-

pañamiento de otros Estados y otros actores de la 

sociedad civil que ponen de presente la importancia 

del género para el proceso de paz. Simultáneamen-

te, esto comienza a colarse en las discusiones del 

sector de seguridad y defensa. 

Género debe entenderse como una forma de des-

igualdad entre hombres y mujeres que es social-

mente construida y que crea roles e identidades 

asociados a lo masculino y lo femenino (producción/

reproducción, división público/privado). El sector se-

guridad y defensa constituye por excelencia uno de 

los espacios más importantes de dominio masculino 

y de socialización en valores hipermasculinos. 

La llegada de este lente al sector puede asociarse 

con la suscripción de normativas asociadas con el 

respeto de los derechos de la mujer, que fundamen-

tan un marco normativo basado en la inclusión de 

las mujeres en distintos sectores de la actividad pú-

blica como en el enfoque de género. Estos son dos 

ejes diferentes de la discusión: incluir a las mujeres 

como oficiales de la Policía o el Ejército no equivale 

a interiorizar un enfoque de género en la consolida-

ción de la política pública de seguridad y defensa. 

Dos expresiones de esto que se observan en nuestro 

contexto son la política pública sectorial de transver-

salización del enfoque de género en la fuerza públi-

ca. No es solo promover a las mujeres para que ocu-

pen funciones nuevas, sino que obliga a pensar en 

cada etapa de la planeación y doctrinas a partir de 

la categoría género, con miras a concientizar en los 

sesgos del diseño de políticas. La otra expresión es el 

enfoque de género en el servicio de la Policía, donde 

sustancialmente se están planeando estrategias de 

atención policial diferenciadas con base en las pro-

blemáticas generadas por la violencia sexual basada 

en género. Son estrategias que incluyen género en 

las políticas de atención a la población y también 

que se mira a sí misma.

Por otra parte, está la internacionalización entendida 

como cooperación internacional. A diferencia de los 

dos primeros asuntos que, podría decirse, constitu-

yen una forma de internacionalización por default, 

es decir a consecuencia del impacto de cosas que 

pasan en el mundo, las estrategias de exportación 

de la seguridad que Colombia está potenciando, co-

rresponden a una estrategia intencional y planeada 

por parte del Estado colombiano para proyectar su 

expertise hacia distintos espacios internacionales. 

Colombia desde principios de los 2000, pero de 

forma mucho más estratégica y organizada desde 

2010, ha estado potenciando sus programas de 

cooperación en seguridad. Esto es producto de la 

enorme reputación que tiene el país como coope-

rante y entrenador de distintos temas, frente a los 

cuales el país tuvo que formar expertise a raíz del 

conflicto armado y de los diversos problemas rela-

cionados con la seguridad: narcotráfico, secuestro, 

extorsión, explosivos, caninos, control de fronteras-

puertos-aeropuertos, desminado, terrorismo/con-

trainsurgencia, seguridad ciudadana. El gobierno 

Santos (2010-2014, 2014-2018) fue el que capi-

talizó todo este know how y lo convirtió en una 

estrategia ordenada de cooperación hacia terceros 

países. Entre 2010 y 2016 el Ministerio de Defensa 

reporta hacer capacitación a más de setenta países 

y a más de 30.000 funcionarios en esos países. Estas 

son cifras que van en ascenso. Las actividades co-

lombianas se concentran todavía en América Latina 

y el Caribe pero se están proyectando hacia África 

occidental. Hay distintos tipos de cooperación: bila-

teral y triangulada (con Estados Unidos), multilateral 

(ONU, Otan, Unión Europea), que desempeñan pro-

pósitos distintos.

Al tratarse de una estrategia pensada y organizada, 

surge la pregunta de ¿a qué tipos de objetivos se 

busca satisfacer? Una posible respuesta es que busca 

apalancar este expertise para satisfacer otros objeti-

vos de política exterior, como por ejemplo el ingre-

so a la Ocde o la atracción de inversión extranjera 

y turismo. Otra respuesta puede ser la voluntad de 

seguir posicionándose como un socio estratégico vis 

à vis Estados Unidos. Finalmente, otra respuesta es 

que dado el reacomodo de la fuerza que debe darse 
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en el posconflicto, es imperante utilizar estas fuerzas 

que eventualmente quedarán cesantes. 

Finalizada la presentación se procedió a revisar las 

preguntas que orientaron la discusión grupal.

Preguntas

1.	 ¿Qué evidencias existen de que las fuerzas ar-

madas han interiorizado el derecho internacional 

humanitario y cuáles son las tensiones y los obs-

táculos que se observan en dicho proceso?

2.	 ¿En qué prácticas específicas se evidencia la in-

corporación del lente de género en las labores 

policiales y militares vis à vis la población civil, y al 

interior de las fuerzas armadas como institución?

3.	 ¿Cuáles son los propósitos de la cooperación in-

ternacional en seguridad en relación con el pos-

conflicto?

Discusión pregunta 1

El grupo 1 abordó la pregunta sobre las evidencias 

de interiorización de derechos humanos y derecho 

internacional humanitario por parte de las fuerzas 

de seguridad, y las posibles tensiones y obstáculos 

del proceso. Al respecto se concluyó que: 

1.	 Existe una tensión constante a la hora de deter-

minar si efectivamente hay una interiorización 

del valor ético de la normativa de los derechos 

humanos o un respeto de la normativa a raíz de 

un pensamiento más estratégico del “miedo a 

la sanción”. Indiscutiblemente, en Colombia ha 

habido una larga trayectoria en la adopción de 

la normativa, tanto por parte de policías como 

de militares, pero no es claro cómo se puede 

evaluar esto en términos de la interiorización por 

parte de las instituciones y de los integrantes en 

su quehacer diario como agentes de seguridad. 

Esto, se sugirió, no es contradictorio sino que 

hace parte del desarrollo normal del derecho y las 

normas: hay fases de desconocimiento, luego de 

socialización, de resistencias y rechazos, de reali-

neamientos, etcétera. No hay discrepancia en el 

quehacer diario de los agentes de seguridad sino 

superposición de dos momentos. Sin embargo, 

sí es importante una mayor profesionalización 

y formación de los agentes de seguridad “de a 

pie”, en derechos humanos y derecho internacio-

nal humanitario pues, por supuesto, los oficiales 

tienen un respeto irrestricto hacia la normativa, 

situación que no sucede con el soldado, el infan-

te de marina o el policía. 

2.	 El acuerdo de paz y la etapa de posacuerdo im-

plica una serie de retos a la hora de verificar el 

nivel de interiorización. Por una parte, la Jurisdic-

ción Especial para la Paz (JEP) y el igualamiento 

entre guerrilleros y militares pone de presente la 

pregunta de si frente a las normas de derechos 

humanos somos todos iguales o, por el contrario, 

somos más iguales unos que otros. Por otro lado, 

es fundamental que en los territorios, donde an-

teriormente existía un control de facto por parte 

de actores armados y había una relación conflic-

tiva entre las fuerzas de seguridad y la sociedad 

civil, aumenten los canales de comunicación y de 

rendición de cuentas. Es crucial terminar con la 

lógica de desconocer las violaciones al derecho 

internacional humanitario y repetir los errores del 

pasado, ya que de otro modo no se va a generar 

confianza con las comunidades y la interioriza-

ción de la normativa se verá minada. Por último, 

se requiere una mayor humanización de las con-

flictividades locales, de modo tal que las fuerzas 

dejen de ser ese agente de choque que siempre 

llega a reprimir. 

3.	 Tiende a percibirse una mayor interiorización de 

la normativa por parte de las fuerzas policiales y 

militares que de los sectores políticos que tradi-

cionalmente han abogado por defender a las ins-

tituciones de seguridad del Estado. Los sectores 

conservadores son los que más se oponen a que 

los agentes de seguridad acepten su responsabi-

lidad frente a violaciones de derechos humanos y 

derecho internacional humanitario, y se sometan 

a espacios como la JEP. 
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4.	 Es fundamental ver que la militarización de las 

relaciones con la sociedad civil ha obedecido, 

mayoritariamente, a órdenes derivadas del poder 

civil. Esto pone de presente la necesidad de con-

siderar las responsabilidades de las diferentes ad-

ministraciones en la manera como han ejecutado 

las estrategias y políticas de seguridad frente a la 

población civil. Las relaciones con la población ci-

vil han oscilado entre la tensión y la cooperación 

dependiendo del enfoque que se tiene desde el 

gobierno. 

5.	 Existen diferentes tensiones con respecto al pro-

ceso de interiorización de la normativa: por una 

parte, hay tensiones entre la necesidad militar, las 

exigencias en terreno y el deber de protección a 

personas y bienes civiles; por otra se evidencia la 

necesidad de que el derecho internacional obser-

ve la manera como han ido mutando las ame-

nazas, no solo en Colombia, pues en ocasiones 

puede ser un impedimento a la hora de abordar-

las de manera eficiente e inmediata. Finalmen-

te, otra tensión concreta se da con respecto al 

narcotráfico, pues acá la fuerza pública no tiene 

claridad de cómo abordar la sustitución frente a 

la erradicación y sus manifestaciones concretas 

en territorio. 

Discusión pregunta 2

A continuación, se elaboraron algunos argumentos 

frente al asunto de género y su incorporación por 

parte de las fuerzas de seguridad. 

1.	 Si bien ha habido una incorporación paulatina y 

reciente del género dentro de las instituciones de 

seguridad, sigue habiendo una enorme desigual-

dad entre hombres y mujeres, y sigue existiendo 

una mirada abiertamente machista dentro de las 

fuerzas. Muestra de ello es la falta de socializa-

ción de la Política pública sectorial de transversa-

lización del enfoque de género (2017-2027). 

2.	 La Policía ha sido el actor que de manera más 

efectiva ha logrado incorporar este enfoque tan-

to a la hora de mirarse como institución, como 

en la planeación y ejecución de estrategias vis à 

vis la población. Un ejemplo de ello es el proyecto 

número 8 parte de la estrategia de construcción 

de paz de la Policía Nacional. 

3.	 Las Fuerzas Armadas siguen siendo la institución 

más resistente a incorporar el lente de género. Es 

un espacio donde las relaciones entre hombres 

y mujeres y entre hombres está estructurada a 

partir de un discurso hipermasculino que tiende 

a ver lo femenino como negativo al asociarse con 

la debilidad. 

Discusión pregunta 3

Finalmente, el grupo 2 abordó la tercera pregunta, 

referente a la cooperación internacional y su relación 

con el posconflicto. En ese sentido, se tocaron cuatro 

puntos: 

1.	 Se abordó el proceso de consolidación de una 

serie de capacidades por parte de las fuerzas de 

seguridad del país, anclando sus orígenes en Plan 

Colombia y la manera como este know how ad-

quirido a través del prologando conflicto armado 

se ha vuelto la base de una estrategia de coope-

ración en seguridad con múltiples socios regiona-

les, en torno a asuntos muy variados. 

2.	 Pese a que la cooperación ha ido en aumento, 

sigue percibiéndose la carencia de una reflexión 

estratégica de por qué se coopera. Es claro que 

el país cuenta con las capacidades de volverse 

un oferente de seguridad, pero ¿para qué le 

sirve cooperar? No se ha pensado de manera 

pausada cómo utilizar esta dinámica con miras 

en apalancar otros objetivos de política exterior 

ni con miras en el posconflicto. Al respecto, se 

comentó que la etapa de posacuerdo necesaria-

mente implica una reducción importante en el 

número de tropas, y una manera de utilizar es-

tos recursos de forma provechosa es incremen-

tando la participación colombiana en misiones 

internacionales. 
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3.	 Se recordó que si bien Colombia ha entrado en 

una etapa de posacuerdo con las Farc, esto no 

quiere decir que se esté en un escenario de paz, 

pues existen múltiples actores que han salido a 

ocupar los espacios dejados por esta guerrilla. En 

ese sentido, se comentó que el país aún atraviesa 

importantes retos de seguridad internos que de-

ben ser abordados de manera sistemática, por lo 

que la cooperación en seguridad también debe 

permitir que las fuerzas colombianas estén a la 

zaga de las mutaciones de la violencia interna. 

4.	 Se dijo que la estrategia de cooperación en segu-

ridad contiene incentivos perversos pues obedece 

a una agenda claramente prohibicionista surgida 

desde los Estados Unidos y se enfoca en atacar la 

producción y el tráfico, sin abordar las problemá-

ticas que en primer lugar son conducentes a que 

exista el narcotráfico –desde el consumo hasta 

factores estructurales de falta de oportunidades 

en los países productores–. 
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Seminario internacional

¿Qué sector de seguridad necesita Colombia? 
Experiencias internacionales y desafíos nacionales1

En el marco del ciclo de conversatorios organiza-

dos por la Facultad de Ciencia Política y Relaciones 

Internacionales de la Universidad del Rosario y la 

Friedrich-Ebert-Stiftung en Colombia (Fescol), con 

el apoyo del Programa para Latinoamérica de Open 

Society Foundations (OSF), el 5 de diciembre de 2018 

se desarrolló el seminario internacional ¿Qué sector 

de seguridad necesita Colombia? Experiencias inter-

nacionales y desafíos nacionales. Al evento asistieron 

diferentes académicos vinculados al asunto de la re-

forma del sector seguridad y defensa, quienes lleva-

ron a cabo una serie de intervenciones estructuradas 

en torno a dos ejes temáticos: por una parte, los di-

lemas del sector seguridad y defensa y, por otra, las 

transiciones políticas en América Latina. 

En ese orden de ideas, se contó con la presencia de 

Rafa Martínez (Universitat de Barcelona, España), 

quien abordó las relaciones cívico-militares y su im-

portancia a la hora de determinar el tipo de Fuerzas 

Militares que se requieren en una democracia conso-

lidada; Kristina Mani (Oberlin College, Estados Uni-

dos), que trató la cooperación en seguridad desde 

América del Sur, enfocándose en las enseñanzas y 

las formas correctas de hacerlo; Ignacio Cano (Uni-

versidade do Estado do Rio de Janeiro, Brasil), quien 

analizó la reciente militarización que se viene presen-

tando en América Latina y sus consecuencias; Adam 

Isacson (Washington Office on Latin America), quien 

ofreció una mirada crítica en torno a la forma como 

ha ido evolucionando la fuerza pública colombiana, 

con énfasis en los militares; y Arlene Tickner (Univer-

sidad del Rosario, Colombia), que abordó la inter-

nacionalización del sector seguridad en el contexto 

colombiano.

Por otra parte, para el abordaje del eje sobre transi-

ciones políticas se contó con las ponencias de Raúl 

Benítez (Universidad Nacional Autónoma de Méxi-

co), que trató el dilema de la transición política que 

hay en México con la presidencia de Andrés Manuel 

López Obrador (2018-); de Marcos Robledo (Univer-

sidad de Chile), quien se refirió a la evolución de las 

relaciones cívico-militares en Chile y sus implicacio-

nes actuales; de Bernardo Arévalo (Interpeace), que 

hizo un balance del proceso de transición y consoli-

dación de paz en Guatemala; Rut Diamint (Universi-

dad Torcuato Di Tella, Argentina), quien se centró en 

la legalidad y desobediencia del sector de seguridad 

y defensa en Argentina; y Francine Jácome (Instituto 

Venezolano de Estudios Sociales y Políticos), quien 

abordó el caso de Venezuela como ejemplo intere-

sante de transición política de la democracia hacia el 

autoritarismo.

La primera intervención de la jornada corrió por 

cuenta del profesor Rafa Martínez, (Universitat de 

Barcelona, España) enfocada en las relaciones cívi-

co-militares como un marco de análisis que permite 

ayudar a resolver algunos debates frente a la pre-

gunta de qué Fuerzas Militares requieren las demo-

cracias. Martínez argumentó que el examen de las 

relaciones cívico-militares a lo largo del siglo veinte 

se enfocó, ante todo, en el asunto del control, como 

lo evidencian las investigaciones de Samuel Hunting-

ton y Morris Janovitz, entre otros; lo anterior a partir 

de una afirmación hecha por Maurice Duverger que 

sostenía que el militar es inherentemente peligroso 

al Estado y, por lo tanto, había que controlarlo. 

1	 El siguiente enlace remite a las memorias del Seminario in-
ternacional en video: http://repository.urosario.edu.co/hand-
le/10336/18939
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Con la complejización de los debates frente a las 

relaciones cívico-militares, la investigación del pro-

fesor Martínez indagó por planteamientos de otros 

órdenes, de corte más sociodemográfico, cultural y 

político, tales como: ¿qué son los militares? ¿Qué 

hacen? Y ¿quiénes son? Asimismo, la investigación 

generó una relación entre los planteamientos de la 

consolidación democrática (de Juan Linz) y el tipo de 

requerimientos en cuanto al estamento militar y el 

tipo de interacción con la sociedad y el Estado. 

Este marco de análisis permitió generar una serie 

de conclusiones referentes a los estudios de las re-

laciones cívico-militares, y de manera más puntual 

preguntarse por el tipo de Fuerzas Militares que se 

necesitan. Se sugirió que siempre es necesario plan-

tearse una serie de preguntas: ¿qué queremos que 

hagan las Fuerzas Militares? ¿Cuántas necesitamos? 

¿Qué capacidades queremos que dispongan? ¿De 

qué presupuesto hablamos? ¿Qué organización 

queremos tener? ¿Qué formación requerirán?

De igual modo, prosiguió Martínez, el escenario in-

ternacional actual, que ha puesto en entredicho el 

paradigma clásico de seguridad y defensa, donde se 

requerían unas Fuerzas Militares para la guerra, tam-

bién ha generado la pregunta de ¿qué debo hacer 

con estas fuerzas? Una de las respuestas es la abo-

lición de los ejércitos y la otra es la redefinición de 

las funciones; intentar definir hacia dónde queremos 

ir. En esta redefinición aparece una división entre el 

ámbito interno y el ámbito externo (pese a que es 

una división cada vez más difusa y que se entien-

de menos). Lo interno implica que las funciones de 

las fuerzas deben dedicarse a acciones tales como 

la protección de las personas ante catástrofes o ca-

lamidades, el abastecimiento de bienes y servicios 

indispensables en casos de fuerza mayor, la colabo-

ración con la policía en el restablecimiento de la paz 

y la tranquilidad pública ante ataques terroristas, la 

vigilancia de fronteras, incluida la vigilancia costera 

y el auxilio y salvamento marítimos y el control del 

cierre de la circulación aérea general. Con respecto 

a lo externo, las Fuerzas Militares deben reencami-

nar sus esfuerzos hacia la prevención del conflicto, 

el peace-making, peace-enforcement, peace-imple-

mentation, peace-building y peace-keeping. Lo an-

terior implica que las Fuerzas Militares del futuro se-

rán fuerzas pequeñas, ágiles, altamente equipadas, 

interoperables y con el foco en nuevas misiones. 

Finalmente, el profesor Martínez describió breve-

mente que la situación actual en España ya ha trans-

formado a las Fuerzas Militares de una herramienta 

de política de defensa a una herramienta de política 

exterior. 

Enseguida, la profesora Kristina Mani (Oberlin Co-

llege, Estados Unidos) procedió con su ponencia 

relacionada con la cooperación internacional en 

seguridad y defensa. De manera más específica, la 

presentación giró en torno a evidenciar las pautas y 

las lecciones para la región suramericana a partir del 

estudio de la cooperación internacional de defensa 

durante las últimas décadas. 

Se argumentó que, en esencia, los desafíos e inte-

rrogantes en seguridad para la región siguen siendo 

los mismos, a saber: ¿cómo ampliar el enfoque de 

las instituciones de defensa que por décadas se han 

orientado hacia los conflictos internos y, en algunos 

casos, hacia tensiones con países vecinos? ¿Cómo 

usar la política de defensa en el ámbito de una polí-

tica estratégica para el país? 

La profesora Mani comentó que si bien las cuestiones 

concretas de la cooperación pueden ser diferentes, 

existen situaciones transversales que deben marcar 

la pauta a la hora de acercar a los países suramerica-

nos frente a los temas de defensa. Es decir, que los 

estados deben pensar en términos de dependencia 

mutua, de cómo poder mejorar la propia situación 

de seguridad sin afectar la de los demás; una tarea 

nada fácil. 

En los casos suramericanos, argumentó Mani, lo que 

se evidenció fue que las diversas iniciativas de coo-

peración fueron precedidas por el liderazgo político, 

no por las Fuerzas Armadas. A estas últimas se les 

encomendó encontrar formas de trabajar de manera 
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conjunta con sus homólogos; formas que luego se 

reglamentaron en los ministerios de defensa y de po-

lítica exterior de los países involucrados. No se trata 

de “subordinar” a los militares, sino de incorporarlos 

como uno de los varios pilares clave del Estado. 

Igualmente, los intereses de la cooperación no siem-

pre fueron evidentes desde el comienzo, comentó 

Mani; de hecho, estos intereses iban adquiriendo 

forma a medida que avanzaba la cooperación. Em-

pezaron siendo cooperaciones técnicas y con servi-

cios muy específicos, que posteriormente se fueron 

ampliando. Esto no estuvo exento de dificultades, 

dadas las presiones de sectores políticos y militares 

que veían la cooperación como una forma de entre-

gar autonomía en áreas clave. 

Se argumentó que la participación en misiones inter-

nacionales de mantenimiento de paz puede consi-

derarse como parte de la estrategia de cooperación 

en seguridad y defensa, pero no es una solución que 

pueda transitar de manera alejada e independiente 

para la reforma del sector seguridad de un país. Es 

más, comentó que no siempre ser parte de las misio-

nes de peace-keeping trae cosas buenas para el país 

que envía las tropas. Lo anterior, dado que no es una 

manera eficiente de enseñar a las tropas en buenas 

prácticas, de hecho, se expone a todo lo contrario. 

Finalmente, sugirió que la existencia de redes de 

expertos desde la sociedad civil es una muy buena 

recomendación para aportar en el área de la coo-

peración en seguridad y defensa. Estas redes ya ha-

bían existido en los años ochenta y desempeñaron 

un papel muy relevante en los debates de reforma 

y cooperación. Sin embargo, es necesario compren-

der que en la cooperación internacional no se puede 

“hacer todo lo que se quiera”, existen límites que 

se deben dilucidar para poder establecer estrategias 

que sean funcionales y bien pensadas, pues son 

prácticas que perduran en el tiempo y marcan la hoja 

de ruta para los países. 

Concluida la presentación de la profesora Mani, Ig-

nacio Cano, profesor asociado de metodología de 

la investigación en la Universidad Estatal de Río de 

Janeiro (Brasil), inició su ponencia referida a las nue-

vas formas de militarización de la seguridad que se 

vienen presentando en América Latina. Argumentó 

que mientras que en el siglo veinte la militarización 

de la seguridad se dio por cuenta de los regímenes 

militares (Cono Sur) y de la participación de los ejér-

citos en los conflictos civiles (Centroamérica, Colom-

bia), ahora asistimos a una militarización deman-

dada por los gobiernos civiles y que cuenta con un 

apoyo apreciable por parte de la sociedad civil. En 

gran medida, esta militarización está asociada a la 

percepción de incapacidad de enfrentar el problema 

de la violencia y la criminalidad, y también se inscribe 

en una erosión, mundial, de la diferencia entre segu-

ridad nacional y seguridad pública, a consecuencia 

de fenómenos como el terrorismo. 

Si los militares son llamados como una medida de 

emergencia para resolver una crisis, lo que se ha 

observado, sugirió Cano, es que la crisis no se re-

suelve y por lo tanto la emergencia se acaba eter-

nizando. Esto, por su parte, provoca la necesidad 

de relajar o relativizar los límites legales que habían 

sido introducidos anteriormente (durante los proce-

sos de transición democrática y finalización de los 

conflictos) a la presencia de los militares en materia 

de seguridad pública. Entonces, se argumentó, se 

crean nuevas leyes (por ejemplo, en México la ley de 

seguridad interior de 2017 o la ley de garantIa da lei 

e da ordem en Brasil) que convalidan la presencia en 

seguridad pública y para ofrecer “garantías jurídi-

cas” a los ejércitos. 

El profesor Cano expuso las distintas justificaciones 

que se han evidenciado en América Latina para 

llamar a actuar a las Fuerzas Militares: 1) visión in-

crementalista; 2) visión de la fuerza; 3) visión de la 

desconfianza; así como las formas en las que las po-

licías de la región han ido asumiendo, de manera 

paulatina, rasgos militares (vinculación directa al Mi-

nisterio de Defensa; organización interna; limitacio-

nes a los derechos de sindicalización y huelga; tipo 

de sistemas disciplinarios y judiciales; acciones de 

acuartelamiento; doctrinas y estrategias militariza-
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das; tipo de armamento; tipo de valores; apariencia 

y estética), ahondando aún más la militarización de 

las sociedades. 

Para finalizar la ponencia se discutieron las conse-

cuencias de la militarización. Al respecto el profe-

sor Cano sugirió que una primera implicación es 

que la solución que se supone los ejércitos iban a 

traer no funciona, y se perpetua e institucionaliza 

la presencia de los militares, lo que redunda en el 

aumento de los presupuestos y una desinversión 

en las policías. Una segunda consecuencia consiste 

en el reforzamiento de las prácticas de patrullaje y 

el enfrentamiento contra el crimen, en lugar de la 

investigación, dada la incapacidad de los militares 

para ello. Tercero, se refuerza la llamada “visión del 

calibre”, de acuerdo con la cual la gente piensa que 

cada vez es más necesario mejor y mayor armamen-

to, mejor y mayor blindaje. En cuarta instancia, se 

da un aumento de la violencia letal, de violaciones a 

los derechos humanos, una disminución de la trans-

parencia y la divulgación de datos (como en México 

y Brasil) y el crecimiento de la doctrina militar en 

el ámbito público (por ejemplo, la ley do abate en 

Brasil). 

Al cierre de la presentación de Ignacio Cano, se dio 

paso a Adam Isacson, director del programa de Vee-

duría de la Defensa en The Washington Office on 

Latin America (WOLA). La ponencia de Isacson giró 

en torno a los derechos humanos y el sector de se-

guridad de Colombia en el posacuerdo. En ese or-

den de ideas, comentó que ha habido avances muy 

importantes en términos de la profesionalización, 

capacitación e incorporación de la normativa de de-

rechos humanos dentro de las Fuerzas Militares en 

los últimos diez años, y se ha vuelto una parte fun-

damental de la doctrina actual. Sin embargo, lo que 

sucede después de una violación de derechos huma-

nos sigue siendo un asunto muy espinoso y proble-

mático pues los niveles de impunidad son muy altos. 

Las cortes militares en Colombia tienen historia de 

no castigar a los militares, por lo que siempre se ha 

debatido la necesidad de que estas situaciones sean 

abordadas en el fuero civil. Actualmente, con la ins-

tauración de la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) 

varios militares han decidido participar por casos de 

falsos positivos. 

Posteriormente, Isacson se refirió a las amenazas en 

materia de seguridad que aún persisten en la Co-

lombia del posacuerdo. Enfatizó en los grupos arma-

dos del ELN, los grupos armados organizados (GAO) 

como los Urabeños, clan del Golfo, clan Úsuga y 

Gaitanistas, además de las disidencias de las Farc, 

los grupos delincuenciales regionales y los llama-

dos “narcotraficantes puros”. La presencia de estos 

grupos se ha traducido en un aumento del 6% de 

los homicidios en 2018, lo que demuestra que en 

Colombia no se han logrado silenciar los fusiles. El 

Ministerio de Defensa, comentó Isacson, está tratan-

do de adaptarse a esta realidad, ofreciendo apoyo a 

la Policía o directamente interviniendo contra estos 

grupos, dado que sus capacidades desbordan a las 

de la Policía. 

Para finalizar, Isacson sugirió que Colombia en el 

posacuerdo tiene muchas necesidades, dentro de las 

cuales está la problemática de las zonas rurales. El 

problema está en que no se cuenta con una oferta 

amplia de policías rurales (10.000 carabineros). Con 

más presencia rural, se puede proteger más a líderes 

sociales que están desprotegidos en muchas zonas 

del país. Mientras hay 240.000 soldados y muy pocos 

policías rurales, se va a ver a los militares cumpliendo 

funciones de seguridad ciudadana en zonas rurales 

y urbanas. Colombia debe pensar qué significa esto 

para el futuro de las Fuerzas Militares, dada la nece-

sidad de adaptarse a las condiciones del posacuerdo, 

en el que deben dejar de ser una fuerza para la gue-

rra y convertirse más en una especie de gendarme-

ría, con reglas muy distintas, ya que no estarían para 

vencer a un enemigo con el uso masivo de la fuerza, 

sino para proteger y servir a la población mediante el 

uso mínimo de la fuerza, desescalando conflictos y 

no lanzándose a la ofensiva, concluyó Isacson.

La última intervención del bloque estuvo a cargo de 

la profesora Arlene Tickner, decana (e) de la Facul-

tad de Ciencia Política, Gobierno y Relaciones Inter-
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nacionales Universidad del Rosario (Colombia). La 

profesora Tickner abordó la internacionalización del 

sector de seguridad y defensa de Colombia. Inició su 

exposición sugiriendo que el asunto está subexplo-

rado pero es de gran relevancia, dado que la coo-

peración en seguridad es la manera como distintas 

fuerzas se han tratado de transformar en contextos 

de transición. En el caso colombiano, aun antes de la 

transición al posconflicto, la fuerza pública pensó en 

la internacionalización como un vehículo justamente 

de reforma a su interior, pensando en lo que va a 

llegar a futuro. 

Para abordar el tema, sugirió, es necesario prime-

ro ver qué se entiende por internacionalización. La 

internacionalización, comentó, debe entenderse de 

dos maneras: por una parte, como el impacto no 

planeado de distintos factores internacionales sobre 

la conducta y la normativa que caracteriza el sector 

seguridad y defensa; por otro, como una estrategia 

intencional y planeada por parte del sector seguri-

dad y defensa para proyectar su quehacer hacia dis-

tintos espacios internacionales.

La internacionalización como estrategia intencional 

y planeada por parte del sector seguridad y defensa 

tiene dos manifestaciones: 1) aumento en las ven-

tas internacionales de Indumil; 2) cooperación in-

ternacional en seguridad. Con respecto al segundo 

punto, la profesora Tickner hizo un breve recuento 

del proceso mediante el cual el sector seguridad y 

defensa de Colombia se convirtió en un oferente 

de cooperación, mayoritariamente con los países 

de América Latina y el Caribe, a raíz del know how 

adquirido tras más de cincuenta años de conflicto 

armado. 

Al tratarse de una estrategia pensada y organiza-

da, surge la pregunta de ¿a qué tipos de objetivos 

se busca satisfacer? Una posible respuesta es que 

busca apalancar este expertise para satisfacer otros 

objetivos de política exterior, como por ejemplo el 

ingreso a la Ocde o la atracción de inversión extran-

jera y turismo. Otra respuesta puede ser la voluntad 

de seguir posicionándose como un socio estratégi-

co vis à vis Estados Unidos. Finalmente, otra es que 

dado el reacomodo de la fuerza que debe darse en el 

posconflicto, es imperativo utilizar estas fuerzas que 

eventualmente quedarán cesantes. 

Para finalizar, la profesora Tickner generó algunos 

puntos de discusión que quedaron abiertos a par-

tir de la exposición del caso colombiano, a saber: 1) 

dado que Colombia ha llevado a cabo su estrategia 

muy de la mano de Estados Unidos, cualquier cam-

bio en Washington puede repercutir en la reproduc-

ción de la estrategia y esto ya se está viendo en la 

era Trump; 2) la interoperabilidad de las Fuerzas Mi-

litares con otros países trae desafíos para Colombia, 

comenzando con el hecho de que la mayor parte de 

la tropa no habla inglés; 3) los objetivos de la coope-

ración en relación con el posconflicto no son claros y 

deben discutirse más; 4) los costos materiales y hu-

manos de la internacionalización no se han evaluado 

de manera suficiente. 

La segunda parte del seminario giró en torno a las 

transiciones políticas en América Latina, donde se 

desarrollaron experiencias de países tales como 

México, Chile, Guatemala, Argentina y Venezuela, 

como caso atípico. 

El panel inició con la presentación de Raúl Benítez, 

profesor de la Universidad Nacional Autónoma de 

México, quien abordó el dilema de la transición polí-

tica que hay en México con la llegada a la presiden-

cia de Andrés Manuel López Obrador. Al respecto 

comentó que no existe claridad hacia dónde va di-

cha transición, y de manera particular con relación a 

los asuntos de seguridad y defensa. Benítez comen-

tó que López Obrador tiene un toque nacionalista 

popular, no militarista, y ha sido muy ambiguo en 

sus discursos, sobre todo con referencia a esas te-

máticas. Esto ha hecho que la defensa y la seguridad 

queden encapsuladas en una problemática que no 

se sabe hacia dónde transita. 

Al respecto comentó que en campaña López tenía 

un discurso antimilitar y enfrentamientos persona-

lizados con el ministro de la Defensa del presidente 
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Peña Nieto (2012-2018), y por el contrario, hablaba 

muy bien de la Policía y de la necesidad de aumentar 

los recursos y el pie de fuerza de dicha institución. 

Sin embargo, en la transición, lo primero que hizo 

fue tener una reunión con los dos ministros milita-

res y comenzar a acercarse al Ejército y la Marina, 

volviéndose totalmente promilitar, cambiando a su 

vez el discurso hacia la Policía, argumentando que 

esta era inútil, no profesionalizada y corrupta. Esta 

situación plantea un dilema complejo de incertidum-

bre, que se complejiza aún más porque apenas fue 

elegido creó la Guardia Nacional, dividiendo el Ejér-

cito mexicano en fuerzas para la seguridad interna y 

fuerzas para la defensa nacional. 

En términos generales, sugirió Benítez, lo que se per-

cibe es una neomilitarización de México, porque se 

está planteando la subordinación de la Policía Fede-

ral a la Guardia Nacional, que a su vez va a ser co-

mandada por un general. Consecuentemente, se da 

una devaluación de las autoridades civiles encarga-

das de la seguridad pública. Por otro lado, prevalece 

una gran desconfianza entre las policías del país con 

las fuerzas armadas, dado que ambas instituciones 

se culpan por la existencia y proliferación del crimen 

organizado.

López Obrador tiene en su contra el tiempo y la ne-

cesidad de mostrar resultados rápidos por medio de 

la Guardia Nacional. Si esto no ocurre lo responsa-

bilizarán y se criticará a la Guardia Nacional; si, por 

el contrario, se logran resultados positivos, el presi-

dente se verá favorecido, lo cual es positivo, pero se 

empoderará a los militares y esto puede ser proble-

mático en el largo plazo, concluyó Benítez. 

Posteriormente, el profesor Marcos Robledo (Univer-

sidad de Chile) dio paso a su intervención referida a 

la evolución de las relaciones cívico-militares en Chile 

y sus implicaciones actuales. Al respecto, comentó 

que el caso chileno es bastante particular porque allí 

los actores militares fueron centrales durante el pe-

riodo autoritario pero también en la transición. En 

Chile el régimen autoritario institucionalizó un tipo 

de sistema político y socioeconómico que perdura 

hasta hoy día, y lo institucionalizó de modo que no 

pudiera ser reformado rápidamente. Esto ha tenido 

efectos importantes en la actualidad porque ha ter-

minado erosionando la legitimidad de las institucio-

nes políticas democráticas, dada su incapacidad para 

reformar esta situación. 

Argumentó que aún hoy siguen existiendo caracte-

rísticas del periodo dictatorial que generan prerroga-

tivas para los militares y que solo comenzaron a ser 

abordadas con las reformas constitucionales de 2005 

y 2010. El eje de la discusión ha girado en torno a 

la creación de una institucionalidad desde el Estado 

para ejercer una conducción política sobre las institu-

ciones militares. Esta tensión, incapacidad e inexpe-

riencia del Estado para gobernar democráticamente 

a las Fuerzas Militares ha atravesado el relaciona-

miento cívico-militar desde 1990 hasta la actualidad, 

dado el distanciamiento histórico entre civiles y mili-

tares, y el desinterés y desconocimiento del sistema 

político en asuntos de defensa y fuerzas armadas.

Ha habido avances importantes que se inician con 

la detención de Augusto Pinochet (1973-1990) en 

1998, comentó Robledo. Un cambio determinante 

ocurrió cuando las Fuerzas Militares aceptaron que 

debían realizarse procesos judiciales para llevar ante 

la justicia a las personas que habían cometido crí-

menes graves de violaciones de derechos humanos. 

Sin embargo, comentó que continúa habiendo una 

constante contestación por parte de los militares 

pero también de la sociedad civil: por un lado, los 

militares refutan medidas surgidas desde el Estado 

de derecho, y por otro, la sociedad critica el fracaso 

en la búsqueda de los desaparecidos y la falta de una 

cooperación eficaz de los militares para ello. 

Sugirió que ha habido reformas también para la go-

bernanza para el sector de la defensa (eliminación 

de prerrogativas militares de rango constitucional, 

institucionalización parcial de un proceso de toma 

de decisiones top-down), y se han gestado políticas 

públicas importantes desde el punto de vista de la 

transformación de las Fuerzas Militares, como es la 

inclusión de las mujeres y personas con orientacio-
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nes sexuales distintas. Al mismo tiempo ha habido 

políticas de defensa que han significado cambios en 

la situación estratégica del país, como la transforma-

ción de la relación con Argentina, la construcción 

de una zona de paz sudamericana, y la puesta en 

marcha de una política exterior de participación en 

operaciones de paz. 

Para finalizar, el profesor Robledo se refirió a las 

principales reformas pendientes en Chile. Por una 

parte, desde el ámbito constitucional, sugirió que 

es necesario eliminar la conceptualización de segu-

ridad nacional y sus instituciones que aún persisten 

en la carta fundamental. Igualmente, se refirió a la 

importancia de robustecer el rol de las instituciones 

políticas democráticas que conducen y ejecutan la 

defensa nacional, incluyendo el rol del Congreso, 

del Ministerio de Defensa Nacional, del mando con-

junto y el estatuto de las fuerzas armadas. En ter-

cer lugar se refirió a la necesidad de modernizar y 

actualizar los estados de excepción constitucional. 

Por otro lado, desde el ámbito legal y administrati-

vo, argumentó que se requiere el robustecimiento 

de la autoridad civil, conducente a generar una ins-

titucionalización de la planificación política y militar, 

centralizada y conjunta de corto, mediano y largo 

plazo, para la formulación de políticas y planes de 

largo plazo, tanto para el desarrollo y sostenimiento, 

como para el empleo de las capacidades de la defen-

sa. Finalmente, se requiere el fortalecimiento de la 

gobernanza civil sobre las Fuerzas Armadas en áreas 

hasta ahora no reformadas, como la asignación y 

gestión de recursos.

Enseguida, la palabra la tomó Bernardo Arévalo, ase-

sor de consolidación de paz de la organización Inter-

peace, quien hizo un balance del proceso de transi-

ción y consolidación de paz en Guatemala. Tomando 

como ejemplo la protesta ciudadana que surgió ante 

la corrupción desbordada dentro del aparato del Es-

tado en 2015 y que terminó con la renuncia y el en-

juiciamiento del presidente, vicepresidente y varios 

de los ministros, y el surgimiento de un gobierno 

interino, Arévalo puso de presente que esta fue la 

primera vez en la historia del país ante un evento 

del tal magnitud en la que las Fuerzas Militares no se 

vieron involucradas. Esto habla de un cambio en las 

relaciones cívico-militares en un Estado caracterizado 

por un ejercicio ininterrumpido del poder autoritario 

con una fuerte presencia de la función militar. 

Arévalo argumentó que este cambio fue posible 

como resultado de un doble proceso: de democra-

tización y de reforma del aparato de seguridad y 

defensa del Estado. Hizo un recuento de cómo se 

dio paso de un gobierno puramente militarista a uno 

democrático de corte contrainsurgente que, con el 

devenir de las administraciones civiles, terminó por 

quitarle cada vez más poder a las Fuerzas Militares y 

dar vía a las negociaciones de paz de 1991. 

Dichas negociaciones toman como uno de sus ele-

mentos centrales el fortalecimiento del poder civil, lo 

cual claramente implicó un cambio para el Ejército, 

el cual ahora debía someterse al poder civil y conver-

tirse en un ejército de paz, comentó Arévalo.

Sin embargo, la implementación de los acuerdos 

pierde el horizonte estratégico. Si bien la termina-

ción del conflicto se realizó sin tacha (no ha habido 

ni una sola muerte con relación al conflicto después 

de los acuerdos de paz), el contenido transforma-

cional de la sociedad y el Estado solo se ha venido 

dando parcial y antojadizamente, más en atención 

a la forma que al fondo. Las razones para esta pér-

dida de horizonte se relacionan con las relaciones 

políticas dentro del Estado, el cambio de actores (los 

que firmaron la paz no fueron los mismos que la im-

plementaron), el surgimiento de un sistema político 

caracterizado por el patrimonialismo y el clientelis-

mo, y con un Estado débil para implementar políti-

cas. De manera que Guatemala terminó con unos 

acuerdos de paz truncados, que han llevado a que 

las Fuerzas Militares carezcan de liderazgo y direc-

ción estratégica.

El déficit de la situación ha sido más resultado de 

problemas del lado de la conducción política y civil 

que de la implementación o resistencia militar. No 

ha habido capacidad civil de crear una política de 
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Diamint argumentó que en Argentina existe una 

amplia oferta de fuerzas de seguridad para cubrir 

todos los problemas. Sin embargo, pese a esta am-

plia oferta hay una falta total de coordinación entre 

el sistema de seguridad, el sistema de defensa y el 

sistema de inteligencia; sectores que recelan de com-

partirse información y tratan de acumular beneficios 

para la propia institución. Esto ha conducido a un 

deterioro de las instituciones, a un debilitamiento del 

sistema constitucional y de la legalidad. 

Al igual que en otros contextos, en Argentina en 

épocas recientes se ha comenzado a militarizar la 

oferta de seguridad pública. El argumento que expli-

ca esto está referido a la ineficacia de la policía y el 

aumento de la efectividad y potencia de los grupos 

organizados, pero también es resultado de la desidia 

y delegación que las fuerzas políticas hacen en las 

fuerzas de seguridad, cerró Diamint. 

Para cerrar la ronda de intervenciones, se dio paso 

a la profesora Francine Jácome, investigadora y di-

rectora ejecutiva del Instituto Venezolano de Estu-

dios Sociales y Políticos (Invesp). La profesora Jáco-

me abordó un caso muy interesante de transición 

política, ya que en lugar de hablar de una transición 

del autoritarismo a la democracia, se abordó una si-

tuación inversa, ejemplificada con el caso venezola-

no. En ese sentido, se argumentó que Venezuela es 

un caso muy atípico dado que es el único caso en 

la región donde, en la actualidad, de una democra-

cia imperfecta se retrocede hacia un nuevo tipo de 

autoritarismo. Esta situación, sugirió, se ve agravada 

por el hecho de que lo que se vislumbra a corto pla-

zo es la improbabilidad de una retransición hacia la 

democracia. 

Más que describir las distintas etapas del deterioro 

democrático que se dieron en Venezuela, Jácome se 

centró en ver cuáles son las diferentes causas que 

pueden servir como lecciones para procesos políticos 

que se desarrollan actualmente en el hemisferio. 

Como ningún otro, el caso venezolano es un claro 

ejemplo de las consecuencias de la antipolítica y el 

seguridad y defensa que construya un liderazgo mi-

litar, responsable de conducir la reconstrucción de la 

fuerza militar, lo que ha dejado este proceso al juego 

de fuerzas variables entre políticos de turno, el po-

der militar, la sociedad civil y Estados Unidos (con 

sus intereses y visiones en torno a la función militar), 

finalizó Arévalo. 

Terminada la intervención, la profesora de la Univer-

sidad Torcuato Di Tella, Rut Diamint, hizo su presen-

tación, centrada en la legalidad y desobediencia del 

sector de seguridad y defensa en Argentina. La pro-

fesora Diamint sugirió que el caso argentino guarda 

unas particularidades con respecto a otros países de 

la región, relativo al excesivo nivel de involucramien-

to de los militares en la política del país. Cuando se 

da inicio al proceso democrático, se da un proceso 

de reocupación republicana enfocada en la restitu-

ción de la legalidad (Estado de derecho), pero las 

Fuerzas Armadas y el sector defensa siguieron sien-

do un sector y un asunto sobre el cual no se ha lo-

grado generar una verdadera política nacional. 

Después de 1983, tras el fracaso del proyecto mi-

litar, las Fuerzas Armadas quedaron divididas, in-

subordinadas, en desorden, lo que generó mucha 

inestabilidad. En un contexto donde la única forma 

de gobierno era la democracia se comenzaron a 

tomar una serie de medidas para ir disminuyendo 

el rol de las fuerzas. Centralmente, fue el recorte 

presupuestario, pues tenían absoluta discreciona-

lidad en el uso de los recursos (tanto durante los 

gobiernos militares como civiles). Asimismo, se pro-

dujo una reducción de efectivos, mucho menor a lo 

que realmente era necesario. Otro mecanismo que 

se potenció fue el fortalecimiento del Ministerio de 

Defensa, dado que hasta el momento había funcio-

nado como una oficina de gestión del salario de las 

fuerzas y no tenía ninguna intervención en materia 

de decisión política. Se tomaron otras medidas para 

modificar la autonomía militar, pero también para 

mantener una institución que desde la sociedad se 

veía como necesaria (pese a la crisis de legitimidad 

después de la dictadura). 
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antipartidismo, argumentó Jácome. Todo el proceso 

que se vive actualmente tiene que ver con la renuen-

cia de los partidos políticos de reformarse y buscar 

una mayor democratización dentro de sus estruc-

turas. Esto ha llevado a la existencia de outsiders y 

líderes carismáticos que conducen a realidades muy 

personalistas y autoritarias que deslegitiman las ins-

tituciones democráticas. 

Con relación a las posibilidades de transición a la 

democracia, Jácome sugirió que la situación no es 

esperanzadora, debido, esencialmente, a la profun-

da división de los sectores opositores en cuanto a 

cuáles son las estrategias y los mecanismos para la 

transición a la democracia. Esta fragmentación se ha 

profundizado aún más en épocas recientes, porque 

ahora existen diferencias entre los dirigentes que es-

tán en el país y aquellos que han tenido que salir.

Para finalizar, la profesora Jácome comentó que en 

la transición hacia la democracia hay que debatir 

cuál debe ser el papel de los militares, justamente 

por la militarización actual. Es necesario evitar que 

conserven esos espacios de autonomía y garantizar 

la existencia de un efectivo control civil. 
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